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cientificos la oposicién de un planteamiento de organizacion

comarcal a la divisién provincial en vigor.

La conjuncion de estas preocupaciones intelectuales ¥
politicas, con los avances en la formulacién del catalanismo
politico, dan lugar a una extraordinaria sucesién de
propuestas de organizacién territorial de Catalufia, distintas
a la vigente en cuatro provincias, que es rechazada
masivamente, Asi, en 1,864 el botanico ANTONI CEBRIA COSTA
reivindica una divisidén de Catalufia en comarcas, "condicionada
por unos limites geograficos inmutables" (13); en 1.887,
ANTONI AULESTIA I PIJOAN (14) publica un 1listado de 39
comarcas naturales; asimismo, hay que seflalar que los
delegados a la Asamblea de Manresa de la Unioé Catalanista, en
1.892, se organizaban en funcién de su procedencia comarcal
(15>, En 1.895, FRARCESC FLOS I CALCAT (16) propone un mapa de
Catalufia en 30 comarcas, al objeto de contribuir a desarrollar
las previsiones en este sentido de las Bases de Manresa; en su
"Geografia de Catalufia", de 1.896, el mismo autor propone un
mapa distinto, de 41 comarcas. En 1.897 se publica uno de los

més importantes trabajos de delimitacion comarcal, el de

(13) Citado por Joan Soler i Riber, en su obra "Cronica dels

estudis comarcalistes als paisos catalans (I: el Principat)".
(14) Antoni Auléstia 1 Pijoan, "Histéria de Catalunya".

(15) Asi lo sostiene Joan Soler i Riber en su obra "Conica
dels estudis ..,.", ya citada, aunque sin concretar cual era

esta divisién.

(16> TFrancesc Flos 1 CGCalcat,’ "Lo regionalisme explicat"”,
trabajo ganador del premio ofrecido por la revista Egara, en
el certamen celebrado en el Ateneu Terrassenc el dia 2 de
julio de 1.894.
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NORBERT FONT I SAGUE, que propone dividir Catalufia en 34

comarcas (17).

84 bien estos primeros trabajos son de indole
exclusivamente geografica, en 1.897 encontramos ya, con el
proyecto de ESTEVE SUROL, un primer intento serio de disefiar
una nueva divisién territorial con finalidades
administrativas; la propuesta de SUNOL distingue dos niveles:
cuatro departamentos y 42 comarcas (18). A partir de esta
fecha, 1los proyectos de divisién comarcal se multiplican,
hasta el punto que JOAN SOLER I RIBER (19) llega a citar
veinte, elaborados entre 1.898 y 1.932.

81 a esta eclosién de proyectos de divisién territorial,
afiadimos la considerable proliferacién de estudios
monograficos sobre comarcas concretas, que tiene lugar
principalmente durante el primer tercio del siglo XX, debemnos
convenir que hay en aquellos afios un extraordinario interés
hacia estos temas. Y sin duda no es casual el hecho que estos
trabajos coincidan con el auge de los planteamientos
nacionalistas catalanes, que como hemos visto proponen
sistemdticamente una dréastica reforma de la organizacién

administrativa del territorio.

A finales de la década de los 1.910, y principios de la

siguiente, hay dos factores de una trascendencia fundamental

(17) Hay referencias a esta propuesta en la obra ya citada de

Joan Soler i Riber, "Cronica dels estudis ...".

(18) Esteve Sufiol, "Lo terrer de Catalunya i les comarques

naturals®, paginas 974 a 978,

(19) Joan Soler i Riber, "Cronica dels estudis ...", ya

cltada.
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en el tema de la divisién territorial de Catalufia. Por una
parte, aparecen los primeros intentos de conceptualizacién
precisa de la comarca y de su estudio cientifico, a la luz de
las mAas modernas corrientes cientificas europeas. Por otra, el
debate sobre la comarca empieza a centrarse en su
funcionalidad politico-administrativa; éste es el caso, por
ejemplo, de las propuestas de PERE PAGES I RUEDA, CESAR AUGUST
TORRAS y JOSEP M2 REWNDE, este Ultimo ya citado.

PERE PAGES 1 RUEDA publicd el 1 de enero de 1.919 un
articulo titulado "Les comarques catalanes" en “"La Veu de
Catalunya", en el que hacia la siguiente afirmacidén: "sera
preciso hacer la divisién interior para facilitar la accién
del goblerno de Catalufia. #sta, fundadamente, deberd ser la de

las comarcas naturales® (20),

CESAR AUGUST TORRAS, por su parte, titulaba sus
conferencias dadas en el Centre Excursionista de Catalunya los
dias 24 y 31 de enero de 1.919 de manera muy expresiva:
"Ensayo de las comarcas naturales de Catalufia ajustadas al
momento presente. Adaptacioén de las comarcas naturales a la
divisién administrativa de Catalufia®., Para la organizacién
administrativa de Catalufia, TORRAS propone un esquema de dos
niveles: "Catalufia debe dividirse en grandes demarcaciones
teniendo en cuenta la radiacién de sus poblaciones més
importantes, que tienen derechos adquiridos y fundamentos
histéricos ... Dentro.de estos grandes organismos, y como
subdivisién, deben tener cabida las entidades naturales vy

tradicionales de Catalufia", es decir, las comarcas (21).

(20) Citado por Pau Vila en "Per una solucié del problema
comarcal de Catalunya", trabajo publicado en "El problema

comarcal de Catalunya", pAgina 95.

(21) Cesar August Torras, "Assaig sobre les comarques .../...
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A partir de este momento, los estudios sobre organizacién
territorial de Catalufia se  plantean claramente  una
funcionalidad administrativa. Es el caso, entre otros, de los
trabajos de ROVIRA I VIRGILI, PI I SUNYER, VALLS I TABERNER,
BOFILL I MATES, JOSEP IGLESIAS i PAU VILA, todos ellos,
ademds, nombres llustres del catalanismo, y que colaboran en
el volumen "El problema comarcal de Catalunya", editado por la

Casa del Vallés en 1,931,

JAUME BOFILL (22) 1liga el comarcalismo con el
renacimiento cultural catalan, y bace un paralelismo entre la
recuperacién del explendor cultural y del sentimiento de
identidad colectiva, con la necesidad de dotar a Catalufia de
su divisién mnatural, borrando la provincial, que Jjuzga

artificial y entorpecedora de la unidad catalana.

ANTONI ROVIRA I VIRGILI, en su obra "Les comarques a
través de la historia", conviene en que por priméra vez se
considera seriamente la posibilidad de basar la divisién
oficial en la realidad natural; ante el problema del excesivo
nianmero de comarcas, propone un esquema de administracién a dos
niveles. Finalmente, pone de relieve la importancia que en
1,931 tiene el planteamiento de una divisién administrativa
basada en la comarca, sefialando que "hoy el problema comarcal
rebasa los limites clentificos, para entrar en el terreno de

la reconstruccién de la Patria® (23).

«vv/v,. naturals de Catalunya ajustades al moment present",
pPéginas 129 y 130,

(22> Jaume Bofill, "El sentiment comarcal", incluido en el
segundo volumen de la obra‘ "El problema comarcal de

Catalunya", ya citada.

(23) Antoni Rovira i Virgili, "Les comarques a través .,./...
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FERRAN VALLS I TABERNER (24) seflala en 1.931 la necesidad
de hacer rectificaciones en el mapa comarcal tradicional,
habida cuenta de los cambios socio-econémicos sufridos y de
las exlgencias derivadas de la adecuacién de la estructura
comarcal a las necesidades administrativas. Propone un esquema
de organizacién territorial basado en dos niveles: la comarca
y las regiones supracomarcales, definidas éstas por la zona de

influencia de las ciludades grandes y medianas de Catalufia.

Al filo de los 1.930 se multiplican los estudios y las
propuestas de organizacién  territorial de Catalufia;
practicamente todos ellos tienen un elemento comin, que es el
rechazo de o la indiferencia hacla la divisién provincial, y
la elaboracién de propuestas basadas en un casl siempre
cambiante mapa comarcal; algunos autores, conscientes de las
reducidas dimensiones de la comarca, proponen complementarla
con otra divisién, de ambito supracomarcal; otros, camo PAU
VILA, son partidarios de elaborar un mapa comarcal que, para
cubrir eficazmente las necesidades de la organizacién
administrativa, contemple unas divisiones comarcales mas
extensas que las comarcas naturales. En cualquier caso, todes
coinciden en la ©necesidad de modificar la organizacién

territorial de Catalufia entonces vigente.

vvo/vo. de la histéria", trabajo incluido en el volumen
segundo de la obra ya citada "El1 oproblema comarcal de

Catalunya".

(24) Ferran Valls i Taberner, "El problema comarcal 1
1'estructuracié politica de Catalunya", incluido en el volumen
segundo de la obra ya citada "El problema comarcal de

Catalunya".
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Hemos visto como a lo largo del altimo tercio del siglo
XIX y del primero del XX, las diversas manifestaciones
(culturales, cientificas, politicas) del catalanismo iban
coincidiendo en un rechazo de la divisién provincial y en la
demanda de una division comarcal, mds acorde con la realidad
catalana, Se han aportado incluso referencias de movimientos
politicos o sociales que se organizaban internamente en
funcién de un esquema comarcal, fendémeno éste que se repetiria
al comienzo de la Guerra Civil y también en los Gltimos afios
del franquismo y durante la reciente transicién; no cabe duda
que este dato subraya la consideracién de artificiosidad que
desde muchos sectores de Catalufla se tiene hacia la divisién
provincial, y el mayor arralgo social que se reivindica a
favor de las comarcas. Sea como fuere, lo clierto es que el
debate sobre este tema alcanza en Catalufia resonancias
insospechadas tanto antes de como durante la Segunda

Repiblica,
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3,—- LA GENERALIDAD DE CATALU®A EN EL PERIODO 1.931-1.939

Ya bhe tenido ocaslén de referirme en paginas anteriores
(319 y siguientes) al modelo de Estado que se articula en base
a la Constitucién de 1.931, y al régimen que para municipios y
provincias se deriva de la misma. En esa breve referencia
hemos podida comprobar como en el marco constituclonal que se
configura a partir de 1,931 cabe la formulacion, por parte de
lag Reglones que accedan a la autonomia, de modelos proplos de
administracién local, tanto por lo que se refiere a sus
estructuras territoriales, como por lo que respecta a &u
régimen juridico, lo cual va a permitir a la Catalufia auténoma
hacer realidad sus ya tradicionales proyectos de dotarse de

una organlzacién territorial propila.

En este sentido, el articulo 10 del Estatuto de Autonomia
de Catalufia de 1.932 es de una gran claridad: "“Correspondera a
la Generalitat de Catalufia la legislacién sobre régimen local,
que reconocerd a los ayuntamientos y demAs corporaciones
administrativas que crea plena autorizacién para el goblerno y
direccién de sus intereses peculiares, y les concedera
recursos proplos para atender los servicios de su competencia,
Bsta legislacién no podréd reducir la autonomia municipal a
limites menores de los que sefiala la ley general del Estado.
Para el cumplimiento de esta finalidad, la Generalitat podra
establecer dentro de Catalufla las demarcaciones territoriales

que crea convenlentes",

Atendiendo al tenor de este precepto, practicamente la
Gnica limitacién que tiene la potestad de la Generalitat de
regular el régimen local es la de mno configurar para los
minicipios catalanes un grado de autonomia municipal inferior

a la que articule la legislacién de régimen local de la
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Repiblica. De este modo, la Generalitat queda autorizada a
crear una estructura de gobierno local a su conveniencia,
siempre y cuando respete la autonomia de los municipios y los
principios democraticos como inspiradores del gobierno de los

wismos,

Debemos tener en cuenta también que de la Constitucién de
1,931 podia derivarse otra dimportante limitacién a 1la
autonomia de la Generalitat en este tema, debido al hecho de
consagrarse el mantenimiento de la divisién provincial,
configurandose ademds la provinclia como un ente dotado de
érganns  representativos  propios (articulos 8 y 10,
especialmente). Sin embargo, ya antes de la redaccién de 1la
Constitucién, y con el solo amparo de la legalidad
revolucionaria, se habia obviado esta cuestién, al disponer la
Generalitat provisional la supresién de las diputaciones; asi,
aunque se mantenga la divisién provincial como circunscripcién
politica y administrativa del Estado central, y atn de 1la
misma Generalitat, nada impide que se pueda prescindir
totalmente .de ella, tanto para la estructuracién de la misma
administracién de la Generalitat, como para la organizacién de

su administracién local.

Podemos concluir en que apenas hay trabas o limitaciones
a una eventual iniciativa de la Generalitat republicana de
modificar radicalmente la estructura de administracién local
de Catalufia. Los proyectos de reforma en esta cuestidén se
concretan en tres elementos bésicos: la supresién de las
diputaciones provinciales, 1la elaboracién de wuna nueva
organizacion territorial y la promulgacién de la Ley Municipal
de Catalufia.

Como se acaba de apuntar, -inmediatamente después de la
proclamacién de la Segunda Repiblica en Catalufia, 1la
Generalitat  Provisional, amparéandose en la legalidad

revolucionaria, suprime las diputaciones provinciales, lo cual
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no deja de ser una medida totalmente coherente con los
planteamientos nacionalistas catalanes de las décadas
anteriores. Ademas, esta medida es reconocida y ratificada
pocos dias mas tarde por el mismo Gobierno provisional de la

Repdblica (25).

Conviene precisar sin embargo que la supresién de las
diputaciones provinciales no afecta en absoluto a la
pervivencia de la divisién provincial como ﬁarco para la
estructuracién territorial de la administracién en Catalufla;
asi, al tiempo de suprimirse las diputaciones provinciales, el
Goblerno de la Generalitat dispone, en el Decreto de 28 de
abril de 1.931, sobre Gobierno provisional de Catalufia, la
creaclén de la figura de los comisarios de la Generalltat, que
seran en la practica los responsables de gestionar las
funciones que habian correspondido a las diputaciones, y en su
mismo ambito territorial. Hay pues una simple centralizacién
en el Gobierno de la Generalitat de lo que hasta entonces era
un nivel de administracién local, manteniéndose la divisién
provincial como marco territorial para el ejercicio de las

competencias afectadas.

Por otra parte, a partir del 1 de enero de 1.934
desaparecen 1os gobernadores civiles en Catalufia, asumiendo la
Generalitat las funciones que desempefiaban; sin embargo, estas
funciones son asignadas, éunque provisionalmente, a los
comisarios delegadds de. la Generalitat en las mismas capitales

provinciales; tampoco en este caso el cambio de titularidad de

(25) Asi lo evidencia sin lugar a dudas el Decreto de 21 de
abril de 1.931, sobre Gobierno y administracién de las
provincias, cuyo articulo sextd seflala que, "restaurada la
Generalitat al proclamarse la Repiblica en Catalufia,
desaparecieron en su territorio las Diputaciones

provinciales",
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las competencias es acompafiado por una modificacién de la
divisién provincial, que sigue sirviendo para organizar la

prestacién de estas competencias.

A lps pocos meses de la instauracion de la Generalitat
provisional, el Decreto de 16 de octubre de 1.931 constituye
la Ponencia que deberd redactar una propuesta de nueva
organizacién territorial de Catalufia (26). Esta medida resulta
plenamente coherente con los planteamientos tradicionales del
catalanismo politico sobre la cuestién, pero no esta tan clara
que responda también a un proyecto politico minimamente
definido de implantacién de un nuevo modelo de organizacién
territorial de Catalufia. De hecho, la promulgacién misma de
este Decreto no se inscribe en un contexto de cuestiones de
orden administrativo, sino que responde a una propuesta formal
del consejero de Cultura de la Generalitat provisional, el
sefior VENTURA GASSOL, que obviamente tiene esta iniciativa no
por razones de competencia de su Departamento, sino por el
simple hecho de ser el miembro del Gobierno de la Generalitat
whs sensible a los planteamientos antiprovincialistas vy
comarcalistas; asimismo, durante sus primeros meses de
existencia, la Ponencia seria adscrita al mismo departamento
de Cultura, hasta su 1ooalizacién; mas légica, en el de

Gobernacién,

Esta ambigiidad en el nacimiento de la Ponencia serad

presente también en las demés manifestaciones del Gobierno de

(26) Diversos autores han estudiado este proceso; las
reflexiones que siguen han tomado fundamentalmente como base
el "Estudi preliminar" que hacen Enric Lluch y Oriol Nel.lo en
s0 obra "Geénesi de la divisié territorial de Catalunya. Edicisé
de documents de l'arxiu de la Ponéncia (1.931-1.936)"., También
me remito a Josep Mir, “"La divisidé territorial de Catalunya:

plantejament de la comarca en la segona republica".



la Generalitat, y de la mayoria de formaciones politicas
catalanas, en relacién con la misma Ponencia y sus trabajos.
Por una parte, y a pesar de los miltiples requerimientos de
los miembros de la Ponencia, en ningin momento el Gobierno de
la Generalitat les precisd qué objetivo tenia su encargo, es
decir, para qué temia que servir la propuesta de organizacién
territorial de Catalufia que estaban elaborando, de modo que
seria la propia Ponencia la que decidiera con qué finalidades
y contenidos se tenian que crear nuevas divisiones

administrativas.

Por otra parte, si bien los trabajos de 1la Fonencia
fueron entregados y publicados a principios de 1.933, y a
pesar de laos repetidos requerimientos en este sentido, el
Gobierno de la Generalitat no llegaria a presentar un Proyecto
de Ley para establecer esta nueva organizacién territorial,
que seria promulgada finalmente por Decreto, una vez ya

empezada la Guerra Civil (27).

Parece evidente que el tradicional imperativo ideolégico
del ocatalanismo de sustituir la divisién provincial por una
organizacién territorial basada en la comarca sélo consigue
una relativamente facil plasmacién en un proyecto cientifico,
encontrando en cambio fuertes dificultades politicas y

practicas para su efectiva implantacién. Entre las causas que

(27) Efectivamente, la organizacisén territorial de Catalufia
que elabora la Generalitat durante la segunda Repiblica es
promulgada por Decreto de 27 de agosto de 1,936, a iniciativa
del Consejo de Economia de Catalufia, que es un organismo no
gubernativo, sino nacido de la situacién revolucionaria, y lo
que pretende con la implantacién de esta nueva division es
poder ejercer mejor sus funciones de planificacién y
reorganizacién de la economia de Catalufia, en plena guerra y

revolucidn,
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hay que considerar para justificar estas dificultades de
implantacién de la nueva organizacién territorial destacan la
légica resistencia de los politicos a abrir un imprevisible
alud de pasionales demandas de campanario, asi como el peso de
la inercia y de los intereses creados, propio de un siglo de
vigencia de 1la divisién provincial. También probablemente
contribuye a explicar estas resistencias pasivas a la nueva
organizacién territorial el hecho de que la comarca, entendida
como realidad geografica, no resulta especialmente iddénea para

el gobierno y la administracidén de Catalufia.

Dejando de lado los ya citados debates cientificos sobre
cual es el auténtico mapa comarcal de Catalufia, lo clerto es
que practicamente ningin estudio geogrédfico encuentra menos de
treinta comarcas. Y es comprensible que ningin Gobierno de la
Generalitat, por elementales razones de  economia ¥y
racionalidad administrativa, considere serianente la
posibilidad de organizar su administracién y su estructura de
agentes del Goblerno en un namero tan elevado de divisiones.
Asi lo entendié la Ponencia, que no se quedaria satisfecha
tras un primer proyecto de divisién de Catalufia en 29
comarcas, y procederia inmediatamente a formular una segunda
propuesta, ésta definitiva, de organizacién territorial de
Catalufia en dos niveles intermedios: 38 comarcas y nueve
"vegueries” o regiomnes, y pensando mas en estas Gltimas que en

las comarcas para las utilidades de gobierno y administiracién,

Por lo demAs, es preciso subrayar el rigor cientifico y
el respeto al sentir popular que presidieron los trabajos de
la Ponencia; su proyecto de organizacién territorial fue el
resultado de una doble consulta a cada municipio de Catalufia:
por una parte, a qué comarca creian pertenecer, y por la otra
a qué mercado acudian, es decir, de qué capitalidad econdémica
eran tributarios. No hay duda que‘las 38 comarcas propuestas
por la Ponencia probablemente expresaban la realidad

geografica y econdémica de Catalufia; pero es igualmente cierta
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su escasa utilidad como divisiones para organizar el gobierno
y la administracién de la Generalitat, que es de lo que se

trataba.

De hecho, las excepclonales circunstancias en las que se
aplicé esta organizacién  territorial impiden formular
conclusiones generales sobre su idoneidad; la divisién en 38
comarcas y 9 "vegueries" estuvo vigente menos de tres afios y
en plena guerra. Ahora bien, lo clerto es que a partir de su
promulgacién en 1,936, un namero creciente de entidades,
organismos y servicios, privados o dependientes de la
Generalitat, se organizaron en base a esta nueva divisién
territorial, en ocasiones tomando sélo en consideraciéon las

nueve “vegueries", y a veces también las 38 comarcas.

De 1la interesante lista de aplicaciones de esta
organizacion territorial que nos ofrecen ENRIC LLUCH y ORIOL
NEL.LO (28), es inevitable deducir la siguiente observaciom:
en la mayoria de los casos, la unidad territorial realmente
0til para la organizacién politica o administrativa no es la
comarca, sino la "vegueria®™ o regién. Ello nos anima a
aventurar la siguiente conclusién: el rechazo ideolégico a la
divisién provincial sé6lo se hace efectivo cuando las
instituciones de autogobierno de Catalufia disponen de una
divisién alternativa basada en unidades razonablemente
dmplias, mucho mAs extensas que la comarca mnatural o
tradicional. Realmente, durante el periodo de la segunda
Repiblica y la Guerra Civil es poca la utilidad politico-
administrativa que se descubre en favor de la comarca, hasta
el punto que dificilmente por si sola habria llegado a
desbancar la provincia de su papel de divisién administrativa

a efectos generales.

»

(28) Ver su estudio ya citado en la nota anterior, paginas XXV

y siguientes.
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Un tercer elemento de interés para el tema que nos ocupa,
también del periodo 1.931-1.939, es la promulgacién por parte
de la Generalitat de la Ley Municipal de Catalufia, en los afios
1,033 y 1.934, Esta Ley, en primer lugar, implica el ejercicio
de unas importantes potestades de la Generalitat para regular
el régimen local de Catalufia, practicamente sélo
condicionadas, como hemos visto, al imperativo de que los
municipios catalanes no gocen de menor autonomia que los

sujetos al régimen comdn vigente a nivel del Estado..

La Ley Municipal de Catalufia tiene una tramitacién
compleja y bastante accidentada, pues es promulgada en

diversas fases (29), y sus dos ultimos titulos, que comprenden

(29) Concretamente, el 14 de agosto de 1.933 se promulgan sus
articulos 44 a 101, relativos a la organizacién municipal y al
régimen electoral; el 5 de enero de 1.934 se promulgan los
articulos 1 a 43 y 102 a 181, relativos al territorio
municipal, las asociaciones de municiﬁios, los submunicipios y
la poblacién municipal, por una parte, y a las competencias,
normas de funcionamiento, atribuciones de los organos
municipales, consulta popular, régimen de carta y obras y
contratacién municipal, por la otra; el 8 de enero de 1,934 se
promulgan los articulos 71 y 78, sobre la eleccién vy
destitucién del Alcalde; el 19 de febrero de 1.934, los
articulos 182 a 208, relativos a servicios municipales
obligatorios, municipalizacién de  servicios y  bienes
municipales; el 28 de junio de 1.934, los articulos 57 y 66,
sobre la Comisién de Gobierno municipal y la remuneracioéon de
los electos locales, rfespectivamente; el 16 de julio de
1,934, los articulos 209 a 243, sobre funcionarios locales; vy
el 27 de julio de 1.934, finalmente, se promulgan 1los
articulos 51 (remuneracién de los regldores locales), 60
(eleccién de alcaldes y  comisién de  Gobierno), 67

(funcionamiento de la Comisién de Gobierno), 117 ...... Fooi
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10s articulos 244 a 288, y regulan los temas de recursos y
responsabilidad y los conflictos de competencia, no llegan a
ser aprobados, debido a la disolucién del Parlamento, a raiz
de los sucesos de octubre de 1,934, A la vista de estos
antecedentes, es inevitable calificar a la legislacidén de
régimen local de la Generalitat republicana de desordenada e

incompleta.

Hecha esta primera observacién, es también indudable que
se trata de una Ley elaborada con un considerable rigor
técnico, y en la que subyace una notable preocupacién por los
aspectos de gestién y de mejora del funcionamiento de los
ayuntamientos <(como lo evidencia 1la instauracién de la
Comisién de Gobierno en los municipios grandes, o la
institucién, meticulosamente regulada, de la municipalizacién
de servicios), asi como por potenciar la democracia y la
participacién en la vida local (por ejemplo, la previsién del
referendum o el derecho de iniciativa y propuesta de los

vecinos) (30). Asimismo, no cabe duda que esta Ley satisfazo

oo/ (convocatoria de las sesiones), 140 (atribuciocnes del
Pleno en los municipios con Comisién de Goblernoy, 144
(atribuciones de la Comisién de Gobierno) y 147 (derecho de
propuesta e iniclativa de los vecinos). Para mas informacién
sobre el ©proceso de elaboracién de esta Ley y sus
antecedentes, consultar la obra "Llel Municipal de Catalunya

(1.933-1.934)", comentada por LLuis Marqués Carbé.

(30) FProbablemente explique la solvencia técnica y el valor
préctico de la Ley el hecho que el Ponente de la Seccién de la
Comisién Juridica  Asesora de la Generalitat que elaboré el
anteproyecto era Josep M2 Pi 1 Sunyer, prestigioso jurista y
secretario del Ayuntamiento de Barcelona; asimismo, el letrado
que asistia la Comisién parlamentaria que la dictaminé era

Lluis Marqués i Carbd, conocido municipalista de la época,
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en gran medida las aspiraciones de los ayuntamientos
catalanes, tal vez debido al hecho de que el mismo partido que
gobernaba la Generalitat era mayoritario en los gobiernos
municipales; lo cierto es  que las  organizaciones
municipalistas de la época apenas si censuraron ningin aspecto

de esta Ley (31D,

Un aspecto que considero del mayor interés subrayar es
que se trata de una Ley estrictamente municipal, que no
contiene la menor referencia ni a provinclas nl a comarcas. Es
légico que no contemple las diputaciones provinciales, que
habian sido disueltas por la Generalitat, como hemos visto;
asimismo, las comarcas aun no se habian constituldo; pero si
tenemns en cuenta que mientras se elabora esta Ley, el debate
comarcal es muy vivo, el hecho de ni siquiera mencionar a las
comarcas probablemente indica que no se cuenta con este nivel

de administracién para organizar el gobierno local (32). Es

(31> Hay que tener en cuenta que el Presidente de la Ponencia
parlamentaria que dictaminé la Ley era Francesc Arnau y
Cortina, alcalde de Malgrat de Mar y wmwiximo animador vy
secretario de la Federacién de Municiplos Catalanes;
consultado el Boletin de esta Federacidn, que era mayoritaria
en la vida local de Catalunya, no se advierte ninguna critica
significativa al «contenido de la Ley (ver la revista
"Catalunya Municipal", . publicada durante los afios 1.934 y
1.935).

32) Marti Bassols ("L'organitzacié territorial de
1'administracié de la Generalitat", paéginas 54 y sigulentes)
pone de vrelieve como durante la Segunda repidblica la
Generalitat plantearia por separado, y sin conexién alguna,
los temas del régimen local <(en la Ley Municipal) y de la

organizacion territorial de Catalufia,
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indudable que la Generalitat republicana no se plantea una
reforma sustancial del régimen local, y sus proyectos de
reforma de la organizacién territorial tienen otras
finalidades, las de estructurar la administracién de la
Generalitat. Serd mucho mAs tarde, ya pasada la Gerra Civil,
que se empezara a pensar, en Catalufia y fuera de ella, en la

comarca comno posible ente local.

Desde el punto de vista del régimen de las competencias
municipales, la Ley Municipal de Catalufia apenas se aparta del
patrén estatal, que en la época se concreta en el Estatuto de

1,924 y la Ley Municipal de 1,935,

En efecto, al igual que en el Estatuto de 1,924, la Ley
Municipal de Catalulia, en su articulo 102, atribuye
generosamente a la exclusiva competencia de los ayuntamientos
el goblerno y direccién de los intereses peculiares de los
pueblos, principio general que este mismo articulo
particulariza en una larga relacldén de "objetos", formulada

con caracter abierto y meramente enunciativo (33). A la vista

(83) Articulo 102 de la Ley Municipal de Catalufia: "Es de la
exclusiva competencia de los ayuntamientos, subordinada
tnicamente a la observancia de las leyes generales, el
gobierno y direccién de los intereses peculiares de los
pueblos y en particular cuanto tenga relacién con los objetos
siguientes: 12 Constitucién de las Corporaciones, resolucion
sobre la capacidad, aptitudes, incompatibilidades y excusas de
los Concejales elegidos y declaraclén de vacantes en su caso.
22 Formacién, modificacién y disolucién de asociaciones con
otros Ayuntamientos para fines comunes y creacién de entidades
autonomas submunicipales. 32 Materias referidas al territorio
municipal en 1o que afecta a delimitaciones, - fusiones,
agregaciones, segregaciones y otras acciones que puedan

alterar el area jurisdiccional correspondiente .......7.... ..,
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../ 42 HNombramiento, correccion ¥y destituoién’ de los
funcionarios, empleados y agentes del MNunilcipio. 52 Formacién
del Padrén municipal y todas las regulaciones relativas a
vecindad y poblacién., 62 Coordinacién de las funciones propias
de la Municipalidad con las de los términos que constituyen la
comarca © los sectores territoriales que, por similitud de
situacién o coordinacién de intereses, requieran una accidn
intermunicipal, 79 Ordenanzas municipales, Reglamentos vy
Bandos sobre serviclos. 82 Ordenanzas referidas a prestaciones
y exacciones municipales. 92 [Interposicién de acciones
judiciales y extrajudiciales .., 109 Hunicipalizacidén de
servicios. 112 Aprobacién y propuesta de Cartas municipales,
tanto de carécter organico como econdomicas. 1292 Apertura,
pavimentacién, mejora, alineacién, conservacién y ornato de
calles, plazas, parques, jardines y cualquier otro medio de
comunicacién y ocio en el casco municipal o fuera de la
poblaciéen. 132 Construccién y concesion de vias férreas de
cualquier tipo y lineas telefénicas ... 142 Organizacioén de
los servicios de aviacién civil en todo lo relacionado con la
Municipalidad. 15¢  Servicios de cualquier tipo que sean
consecuencia de los progresos de la técnica moderna, slempre
que su radio de accién no exceda del término municipal ... 169
Servicios relativos a abastecimientos de aguas y destino de
las que tengan carécter residual. 17¢  Alcantarillas,
desinfecclones, medidas sanitarias en régimen normal o
extraordinario, lucha contra el contagio o epidemia, policia
de higiene, urbana y rural, desecacién de terremos o aguas
estancadas y servicios generales de salubridad. 182 Entierros,
cementerios y hornos crematorios, 192 Alumbrado de todo tipo y
suministro a los vecinos de luz, calor o fuerza motriz., 202
Mataderos, mercados, policia de subsistencias, prevenciéon y
castigo de la adulteracién de substancias alimentarias,

fraudes en la venta, e incluso para llegar en los casos .../..
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o de reincidencia al clerre temporal de los
establecimientos que infrinjan la reglamentacién municipal en
esta materia, 212 Policia de seguridad y de vigilancia, de
acuerdo con lo que las leyes dispongan, para la proteccién de
personas y cosas, tanto en la via publica como en los lugares
de reunlén., 222 Policia y guarderia rural. 232 FPrevencién y
persecucién de la mendicidad y la vagancia, proteccién de
menores, huérfanos y ancianos, y establecimiento de centros
benéficos que tengan la citada finalidad., 242 Asistencia
médica y benéfica de caradcter domicialiario. 252 Escuelas de
instruccion profesional, de artes, oficins, indusirias y todas
las modalidades que crea el ayuntamiento oportuno estimular,
262  Fomento de las manifestaciones artisticas. 272
Instituciones de crédito popular o agricola y de seguros
soclales, 282 Ferias, CONCUrsos, exposiciones y
manifestaciones andlogas. 29¢ Cuidado y conservacién de
objetos y monumentos de caracter histérico y artistico. 302
Instituciones de prevision y auxilio en casos de incendio y de
todo tipo de calamidades. 312 Otorgamiento de contratos y
concesiones para obras, adquisiciones, construcciéon de
edificios y servicios municipales de todo tipo. 322 Regulacién
financiera del Municipio, discusién y aprobacién del
Pfesupueato, ordenacién de los ingresos y rendicion de
cuentas, 332 Determinacién  de las responsabilidades
gubernativas o econémicas que nazcan de la actuacién de los
ayuntamientos, 342 Adqusicién de todo tipo de blenes ,.. 352
Transacciones, convenios, novaclones o arreglos sobre créditos
0 derechos del Municipio, dentro del marco autorizado por las
leyes, 362 Conservacién, aprovechamiento y custodia de los
blenes municipales ... 382 Fijacién de las medidas para la
utilizacién de bienes comunales o reparto temporal de bienes
proplos del Ayuntamiento. 39¢ Construccién de casas baratas,

econémicas o populares. 402 Relacién con Ayuntamientos .../...
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de muchos de los apartados de este articulo, hemos de convenir
forzosamente que, al igual que lo que sucedia con el Estatuto
municipal, esta afirmacién de competencia exclusiva municipal,

en muchos casos, no es mas que pura retérica.

Asimismo, y también al igual que lo que sucede en el
Estatuto de 1.924, la Ley Municipal de Catalufia (articulo 103)
contiene una larga lista de obligaciones municipales, es
decir, de fines y servicios cuyo cumplimiento se encomienda a
los ayuntamientos, y que, por lo tanto, han de formar parte

también de su Ambito de competencias (34).

vo./vv. o uniones de Ayuntamientos nacionales y extranjeros a
fin de facilitar las corrientes de intercambio entre las
Municipalidades de +todos los palses. Esta enumeracién de
entiende enunciativa y no restrictiva de las facultades de los

ayuntamientos".

(34) Articulo 103 de la Ley Municipal de Catalufia: "“Es
obligacién de los Ayuntamientos el exacto cumplimiento de los
fines y servicios que, segin esta Ley, estan ecomendados a su
accién y vigilancia, y singularmente los siguientes: 19
Conservacién y arreglo de la via pablica, 22 Policia urbana y
rural. 32 Administracidén, custodia y conservacién de las
fincas, bienes y derechos de los pueblos y bosques comunales.
42 Mercados y mataderos, 52 Higiene pecuaria. 62 Suministro,
vigilancia y proteccién de aguas potables de pureza
bacteriolégica garantizada. 72 La reforma y, en su caso, la
clausura de los pozos faltos de condiciones higiénicas. 82 La
supresién de aguas estancadas y acondicionamiento de
estercoleros. 99 Evacuacién, en condiciones higiénicas, de las
aguas y materias residuales. 102 Inspeccién y mejora higiénica
de las casas~habitacién, prohibiendo habitar las insalubres.
112 La inspeccién y examen de alimentos y bebidas,

especialmente del pan, carnes y leche. 122 Policia .....7.....
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Por otra parte, los articulos 161 a 163 concretan, con
una oOrientacién claraménte municipalista, las caompetencias
municipales en materia de urbanismo y obras (35, completando

de este modo un impresionante cuadro formal de competencias

municipales.

Hemps de ser conscientes, sin embargo, de lo limitado que
seria el alcance de estos preceptos. En primer lugar, porque

1a Ley Municipal de Catalufla estaria vigente tan sélo unos

.../.,. saniteria de vias pablicas, cuadras, establos,
mercados y mataderos, centros de reunién, lavaderos y
cementerios. 132 Asistencia médico-farmacéutica y de matronas
a las familias pobres. 142 Vacunacién de los nacidos en el
término antes de que transcurran los seis meses de vida, y
revacunacién anual de los vecinos que 1lo necesiten, 152
Instituciones de asistencia social. 162 Politica social vy
especialmente la mejora de las condiciones de vida del obrero.
17¢ Construccién de edificios escolares, higiene de las
escuelas y reconocimiento periédico de los escolares. 189

Cementerios"®.

(85) Ley Municipal de Catalufia, Articulo 161: "De conformidad
con 15 que dispone el articulo 102 de esta Ley, es de la
competencia municipal y corresponde, por lo tanto, a los
ayuntamientos, preparar, aprobar y ejecutar todos los
Proyectos que tengan relacién con la urbanizacién y
saneamiento del suelo y subsuelo, abastecimiento de aguas y
alcantarillas, tratamiento de aguas residuales, mejora de
estos servicios y aspectos que afecten a sanidad dentro de
este campo". Por su parte, el articulo 162 detalla un largo
listado de obras en que se concretaria el articulo anterior.
Articule 163: "La aprobacién de los planos generales que
afecten a estas modalidades sera hecha por la Corporacién

municipal".
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pocos meses, y en segundo lugar porque, al igual que lo que
sucede en el resto del Estado, la determinaciéon real de las
competencias locales es efectuada por la legislacién
sectorial, y la legislacién que regula la inmensa mayoria de
materias afectadas por los numerosos epigrafes de los
articulos 102 y 103 citados, es de ambito estatal, de modo que
los municipios catalanes han de observar idénticas normativas

sectoriales que los otros ayuntamientos espafioles (36).

Por otra parte, es de destacar que la Ley Hunicipal de
Catalufia es sensiblemente mAs respetuosa con la autonomia
local en el ejercicio de las competencias respectivas, que lo
que lo habian sido las diversas legislaciones espafiolas, En
efecto, los articulos 104 y 106 de esta Ley afirman el
principio de ejecutividad de los reglamentos y actos locales
(37), que sélo pueden ser juzgados en via Jurisdiccional,
admitiéndose +tan s=6lo, en el capitulo de los controles

administrativos, una potestad gubernativa de suspensioén,

(36) En las paginas 167 y siguientes y 173 y siguientes de la
edicion facsimil de 1.977 de la Ley Municipal de Catalufia, se
citan los preceptos que regulan sectorialmente las materias
afectadas por los articulos 102 y 103 de la citada Ley; en la
gran mayoria de casos, se trata de preceptos pertenecientes a

leyes estatales,

(37) Ley Municipal de Catalufia. Articulo 104: "Las Ordenanzas
y Reglamentos aprobados por el Ayuntamiento en materia de su
exclusiva competencia empezarédn a regir sin tener que esperar
ninguna sancién superior ...". Articulo 105: "Los acuerdos de
los Ayuntamientos y organismos municipales, en materia de su
competencia, serén inmediatamente ejecutivos, sin perjuicio de
los recursos que se interpongan y de su suspensidén acordada

por las autoridades competentes",
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sometida a determinados requisitos (38),

En resumen, la Ley Municipal de Catalufia sigue, en orden
a la definicién de un sistema de competencias locales, el
mismo modelo de la legislaciéon estatal de la época, si bien
con una cierta mayor sensibilidad para el principio de
autonomia municipal. Lo que es evidente es que las inquietudes
que se manifiestan en otros awmbitos de 1la Generalitat
republicana, en orden a la reforma de la organizacién
territorial de Catalufia no parece que sean tenidos en cuenta

en el momento de la regulacién del régimen local.

(38) Ley Municipal de Catalufia, articulo 267: "El Consejo de
la Generalitat de Catalufia, de oficio o a instancia de parte,
podra abrir expediente de suspension de los acuerdos
municipales y providencias de las autoridades de este orden y
de los actos o procedimientos en tramite cuando se trate de
materias que no sean de la competencia de las citadas
Corporaciones y autoridades, o siéndolo infringen leyes de
caracter general, o se pueda producir un dafio en los intereses
generales y permanentes ... Contra a decisién de levantar la
suspensién provisional no cabe ningun tipo de recurso. Contra
aquella en que se decrete la suspensién definitiva del
acuerdo, providencia o acto, podrd formularse recurso
contencioso-administrativo ante el Tribunal de Casaclién de
Catalufia®., Téngase en cuenta, eh todo caso, que este precepto
estd incluido en la parte de la Léy Municipal que no llegaria

a ser aprobada.
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4, - LA LEGISLACION FRANQUISTA Y LAS REACCIONES
‘ CATALANISTAS. EL NUEVO MARCO CONSTITUCIONAL. ‘

La Ley del Gobierno de Burgos de 5 de abril de 1.0638
dispone, en su articulo primero, que "la Administracién del
Estado3 la provincial y la municipal en las provincias de
Lérida, Tarragona, Barcelona y Geroma se regiran por las
normas generales aplicables a las demas provincias"., Esto
implica, 1loégicamente, 1la supresién de las instituciones
catalanas de autogobierno, y la liquidacién de su obra
normativa, entre la que hay que contar la divisién territorial

recién estrenada.

En todo caso, 1lo cierto es que esta divisién
territorial propia ha arraigado tanto en los sectores
catalanistas, que  mientras los vencedores de la Guerra
estructuran su gobierno y administracién en municipios y
provincias, el Goblerno de la Generalitat en el exilio, al
prepararse para su hipotético retorno, una de las cuestiones a
las que da mayor prioridad y dedica mAs horas de debate es a
la de restablecer la divisién en comarcas y "vegueries", a la
que se afilade un tercer nivel, formado por cinco comisarias,

frutao de la agrupacién de algunas "vegueries" (39).

(39) Be +trata de un proyecto del Consejo Asesor de la
Presidencia de la Generalitat, del afio 1,945, inspirado por
Antoni Rovira 1 Virgili. Esta referncia se incluye en el
volumen "El debat de la divisié territorial de Catalunya.
Edicié d'estudis, propostes -1 documents  (1.939~1,983)",
preparado por Enric Lluch y Oriol WNel.lo. Parte importante de
las referencias que se citan en las pAginas siguientes también

proceden de este volumen, y en muchos casos se siguen las ./.,
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En la Catalufia real, la organizacién del territorio
pronto volveria a ser centro de debates, si bhien por otreo
motivo: el urbanismo. Debido fundamentalmente a los problemas
de crecimiento y desarrollo de Barcelona, ya a partir de
mediados de la década de 1.940 hay planteamientos de
ordena¢ién urbanistica que se basan en supuestas realidades
comarcales, como es el caso del Plan de Ordenacién Urbana de
Barcelona y su Comarca, aprobado en el afio 1.953, antecedente
directo de la Corporacién Metropolitana de Barcelona, a la que
acabara determinando su ambito territorial. También en otros
estudios urbanisticos de la época es frecuente referirse a la
comarca como posible A&mbito de planificacidén, y en estos

nismos términos lo hace la Ley del Suelo de 1,956,

Asimismo, a partir de 1.960 empiezan a realizarse
diversos estudios econémicos en Catalufia utilizando técnicas
de andlisis espaclal; la mayoria de estos estudios tienen por
objeto una comarca concreta, y casi siempre la delimitacién de
estas comarcas respeta el Mapa de la Generalitat de 1.936.
También la mayoria de estudios geograficos, o de otras
disciplinas sociales, que se realizan en Catalufia a partir de
finales de la década de los 1,950, al referirse a la
estructura comarcal suelen adoptar la ya citada divisién en 38
comarcas. Todo ello, como es légico, contribuye a arraigar la
sensibilidad comarcalista y el conocimiento de la Divisién

Comarcal de 1.936,

Simultaneamente a este proceso de recuperacién cultural
y clentifica de la comarca, que tlene lugar en Catalufia,
diversos proyectos politicos y de organizacién administrativa,

asi como varias aportaciones doctrinales, a nivel de Estado,

voo/v. reflexiones contenidas en su “"estudi preliminar®, obra
de los mismos autores. A este trabajo nos remitimos para una

mayor informacién.
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plantean también la necsidad de revisar la organizacién
territorial vigente, proponiendo muchos de ellos el
establecimiento de una divisién comarcal, Diversos motivos
justifican la aparicién de estas propuestas, y de manera
especial los siguientes: la necesidad de encontrar férmulas
que permitan resolver los problemas de gestion de servicios
locales, habida cuenta de la existencia de un nGmero muy
elevado de municipios pequefios, asi como el objetivo de
encontrar los éambitos mAs idoneos para las operaciones de

planificacién econémica y de inversiones.

Sea como fuere, lo clerto es gque son muy numerosas las
referencias doctrinales o normativas que pueden aportarse como
exponente de una cierta preocupacién en los medios oficlales,
acerca de la necesidad de revisar la organizacion territorial
del Estado: el articulo 45.2 de la Ley Orgénica del Estado se
referia a la posibilidad de establecer “divisiones
territoriales distintas de la provincia"; la base 92 de la Ley
de Bases del Estatuto del Régimen Local de 1.974 contempla la
posibilidad de crear A4reas metropolitanas y entidades
municipales de ambito comarcal; asimismo, diversos organismos
y servicios del Estado adoptan para su organizacién ambitos
territoriales distintos a la provincia, iacluyendo a menudo el
nivel comarcal (40); el Servicio de Ordenacién Rural, con
finalidades "urbanizadoras" y de prestacién de servicios en el

medio rural, elabora entre 1.964 y 1.969 un total de 62 planes

(40) Es el caso, entre otros, de diversos serviclos del
Ministerio de Agricultura (Instituto de Conservacién de la
Naturaleza, Servicio Nacional de Productos agricolas, Servicio
de Extensién Agraria), del serviclo de inspeccién del
Ministerio de Educacién y Ciencia, de los Partidos Judiciales,
usados asimismo como zonas de recaudacién por parte del
Ministerio de Hacienda, de las Comarcas Sanitarias, o de la

organizacién sindical.
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de ordenacién rural, de ambito comarcal, y que afectan un
total de 1.204 municipios (41); también proponen opciones
comarcalizadoras los Planes de Desarrollo, especialmente el
tercero (42); finalmente, también en la configuracién y
gestién de los Planes Provinciales de Obras y Servicios se
potencia el ambito comarcal como marco de las inversiones en

obras y serviclos pablicos (43).

Mientras, como acabamos de ver, algunos proyectos
gubernativas de los afios 1.960 y 1,970 buscan o propician
esquemas de organizacién territorial distintos al general
vigente en municipios y provincias, parte importante de la
doctrina de la época es ablertamente critica respecto a los
mapas municipal y provincial vigentes. Por una parte, autores
como LUIS JORDANA DE POZAS, ALEJANDRO NIETO GARCIA O LUIS

MORELL OCA%A (44) abonan una interpretacién comarcalista, e

(41) Datos aportados por el estudio de Eduardo Fernandez

Combarro, "Ordenacién rural'.

(42) Los articulos 3.7, 9.1.¢ y 9.1.d del Segundo Plan de
Desarrolle se manifiestan partidarios de favorecer al
asaciacionismo municipal, por una parte, y de fomentar el
desarrollo de las capitales comarcales, por otro. Por su
parte, el Tercer Plan prevé la seleccién de un total de 427

cabeceras de comarca y de 1,055 nicleos de expansion.

(43) En este sentido, la Instruccién de Presidencia del
Gobilerno de 29 de diciembre de 1.967 opta por comarcalizar las
inversiones en obras y servicios locales, a fin de darles una
rentabilidad superior a la que tendrian si s6lo fuesen

municipales,

(44) El primero, segin cita recogida por Angel Cifuentes

Calzado, en "Ensayo de una teoria de la comarca. Un caso ../..
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incluso regionalista, del articulo 45.2 de la Ley Organica del

Estado.

Por otra parte, AURELIO GUAITA MARTORELL o EDUARDO
GARCIA DE  ENTERRIA 45) abogan por una  solucién
provincializadora, tendente a llenar de contenido vy
competencias a las instituciones provinciales, en una dinamica
de descentralizacién en este nivel, lo cual no necesariamente
ha de ser incompatible con el potenciamiento simulténeo de la
comarca, c¢omo marco de las inversiones provinciales (asi al
menos lo sostienen algunos avtores, como puede ser el caso de
MORELL OCA®A),

Finalmente, son numerosos los autores que denuncian la
grave inadecuacién del mapa municipal espafiol a las
necesidades derivadas de la gestién de los servicios de su
competencia, y se pronuncian o bien por la supresién pura y
simple de los municiplos que no reunan una capacldad de
gestién suficiente (es el caso, por ejemplo, de FERNARDO
ALBI), o bien por el potenciamiento de la comarca como un
nyevo ente que ha de asumir la gestion de aquellas
competencias municipales que trascienden de la capacidad de

gestion de muchos ayuntamientos, como hace, entre otros, RAMON

/.., de comarcalizacién espontéanea®. De Alejandro Nieto,
ver "La organizacién local vigente: uniformismo y variedad",
especialmente las pAginas 151 a 154. De Luis Horell Ocafia, ver
"Estructuras locales y ordenacién del espacio", principalmente

las paginas 99 y 100,

(45) De Aurelio Gualta, se puede consultar "La divisién
territorial de la Ley Organica’ del Estado". En cuanto a la
posicién de Garcia de Enterria en relacién con las provincias,

me remito a las paginas 368 y siguientes anteriores.
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HARTIN MATEO (46).

En todo caso, y con independencia de las distintas
propuestas concretas que formula la doctrina de la época, no
hay duda que la mayor parte de los mas prestigiosos estudiosos
de la administracién coinciden en detectar graves disfunciones
y defectos en la organizacién territorial vigente en
municiplos y provincias; esta situacidén es abviamente un caldo
de cultivo favorable a planteamientos rupturistas o de reforna
radical de la estructura territorial vigente, planteamientos
que también vienen avalados por los diversos procesos de
reforma que durante esta misma época han emprendido varios

paises eurapeas.

81 me he referido brevemente a estos proyectos
gubernativos y propuestas doctrinales de reforma de la
organizacién territorial de la administracién local a nivel
del Estado, ha sido para comprobar hasta qué punto las
tradicionales reivindicaciones ocatalanistas en este campo
pueden llegar a coincidir con propuestas aparentemente
similares a nivel general, Sin embargo, ein dudar de la
importancia que pudieran tener estos proyectos gubernativos o
las propuestas doctrinales de reforma de la organizacién
territorial y del régimen local que se planteaban a nivel de
Estado, lo cierto es que el modelo de organizacién territorial
que formulan los sectores catalanistas es sustancialmente
distinto: mientras que aquellos proyectos y propuestas en nada
cuestionan el modelo unitario-centralista de estructuraciénm
del Estado, en Catalufia los proyectos de nueva organizacion
territorial se inscriben, como ya ocurriera con anterioridad a

1,936, en el marco de un proyecto politico alternative, de

(46) Entre otras obras de estos mismos avtores, resultan muy
sugestivas, de Fernando Albi, "La crisis del municipalismo", y

de Ramon Martin Mateo, "El horizonte de la descentralizacidn®.
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signo federal-autonomista.

Las organizaciones politicas y sindicales, y demas
movimientos populares catalanes de oposicién al franquismo,
aun en la clandestinidad, en su inmensa mayoria incerporan en
su bagaje politico-cultural, y utilizan en su estructura
operativa, la Divisién territorial de la Generalitat de 1,936,
al menos en su nivel comarcal (47). Hasta qué punto el
catalanismo politico, en los dltimos afios del franquismo, con
una perspectiva razonable de asuncién de las libertades,
recupera el debate de la organizacién territorial como un
elemento esencial de su propia existencia, lo evidencian los
trabajos del Congreso de Cultura Catalana, celebrado entre los

afios 1.97% y 1.977.

Las resoluciones del ambito sobre ordenacién del
territorio del Congreso de Cultura Catalana (este ambito es el
octavo) reclaman formalmente, junto con la recuperacién de la
autonomia para Catalufia, la supresién de la divisién
provincial y el restablecimiento de la Divisién Territorial de
la Generalitat de 1.936, ello sin perjuicio de la voluntad de
acometer seguidamente las operaciones de revision parcial de
esta divisién que aconsejern agravios o relvindicaciones
histéricas de signo localista, o requieran las alteraciones
producidas en las estructuras econémicas y en la sociedad en

los anteriores cuarenta afios.

El eco popular y el nivel de comsenso politico

(47) Enric Lluch y Oriol Nel.lo, en el "Estudi preliminar" de
la obra, ya citada, "E1 debat de la divisié territorial de
Catalunya ...", se refieren, -a titulo de ejemplo, a Ila
Asamblea de Catalufia y al sindicato agricola "Unié de
Pagesos", que formalmente asumen la divisién territorial de

1.936 como instrumento organizatorio.
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alcanzado por el Congreso de Cultura Catalana contribuyeron a
que, por una parte, se potenciara extraordinariamente la
divulgacién y sensibilizacién popular acerca del tema de la
organizacién territorial, principalmente en su nivel comarcal,
y, por otra, la mayoria de formaciones politicas catalanistas
asumieran en gran parte el contenido de las referidas

resoluciones del Congreso.

En el momentao de la transicién, en Catalufia es patente
una gran sensibilidad cultural, cientifica, popular y politica
acerca de la recuperacién de la divisién comarcal de 1.9386,
actitud a la que se liga una oposicién frontal a la divisién
provincial. Conviene tener en cuenta que la popularizacién de
este tema ha centrado el interés en la divisién comarcal, la
menos usada en el periodo 1.936-32 a efectos de gobierno y
administracién, olvidandose practicamente la histéricamente

mas Gtil o operativa en "vegueries" o regiones.

En 1.977 se eligen las Cortes que han de elaborar la
Constitucién, y tiemne lugar el restablecimiento de la
Generalitat de Catalufia, a titulo provisional. Al ser este
procesa de reformas democraticas y autonomistas evolutivo y no
rupturista, es légico que las nuevas instituciones comnvivan,
al menos provisionalmente, con las vigentes hasta entonces. Es
el caso de la Generalitat con las diputaciones y las
provincias: mientras que en 1.931 una de las primeras
disposiciones de la Generalitat seria la de suprimir las
diputaciones provinciales, como bhemos visto, ahora la
restauracién de la Generalitat no cuestiona en absoluto a
estos entes provinciales, limitédndose a plantear unos procesos
de transferencias de competencias y de servicios claramente
acotados, y de alcance limitado. De hecho, el Gobierno de la
Generalitat provisional es cons¢iente de la trascendencia de
este tema, hasta el punto de remitir cualquier decisién al
futuro Parlamento de Catalufia, y para después de que se

hubiera precisado el marco constitucional y estatutario.
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En todo caso, al igual que lo sucedido a partir de
1,931, la recuperacién de las instituciones de autonomia en
1,977 situa en un primer plano el tema de la organizacién
territorial de Catalufia, cuestién que estard muy presente
tanto en el debate politico (especilalmente en los procesos de
elaboraclén de la Constitucién y del Estatuto de Autonomia),

como en el cientifico,

Por lo que se refiere a los planteamientos politicos,
debemos tener en cuenta que en las elecciones de 1.977, en
Catalufia, ganaron de forma rotunda los partidos politicos
nacionalistas y de izquierdas, todos ellos manifestamente
contrarios a la divisién provincial y partidarios del
restablecimiento de la divisién comarcal de 1.936., Esta sera
mayoritariamente la posicién de los representantes politicos

catalanes en los debates constitucionales y estatutarios.

Ya nos consta que la Constitucién vigente consagra el
mantenimiento de la divisién provincial, aunque permitiendo su
coexistencia con otras divisiones supramunicipales, que puedan
establecer las  Comunidades  Auténomas. Frustra, pues,
parcialmente las aspiraciones catalanistas en esta cuestién. Y
ello resulta especialmente significativo si tenemos en cuenta
que en su primera redaccién el Anteproyecto de Constitucién
permitia claramente a los Estatutos de Autonomia sustituir por
otras posibles a la divisién provincial (48). En todo caso,
las sucesivas versiones del actual articulo 141 de la
Constitucién mantendrian el suficiente grado de ambigiedad
como para ser votadas favorablemente por los representantes

catalanes, que confiaban en poder soslayar el mantenimiento de

(48) Ver la nota 21 en la pagina 492 anterior.
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la divisién provincial en el Estatuto de Autonomia (49).

Sin embargo, lo cierto es que no se consigue introducir
en el Estatuto de Autonomia preceptos que concreten en sentido
comarcalista ¥ antiprovincialista las previsiones
constitucionales. El Anteproyecto de Estatuto de Autonomia
elaborado por la Comisién nombrada a este efecto por la
Asamblea de Parlamentarios (el llamado "Estatut de Sau") no
contenia ninguna referencia a la divisién provincial,
limitandose a disponer la estructuracién de la Generalitat en
Municipios y comarcas, y a prever la necesidad de crear en el
futuro divisiones de é&mbito supracomarcal (50). Sin embargo,

en el proceso de negociacién del estatuto en el Congreso de

(49) Abonaba esta pretension una interpretacion excesivamente
dmplia del articulo 141.2 de la Constitucién, que se refilere a
que el goblerno de las provinclas estd encomendado a las
diputaciones "u otras Corporaciones de caracter

representativo®.

(507 Entrena Cuesta, al comentar el articulo 5 y las
disposiciones transitorias del Estatuto de Sau, pone de
relieve como "ante la ambigiedad de la consideracién como ente
necesario a dispositivo de la provimncia en la Constitucién,
los  redactores del Estatuto, siguiendo la tradicion
admpliamente arraigada en las fuerzas politicas predominantes
en Catalufia, no insertan la provincia en su ordenamiento
territorial, sustituyéndola por la comarca que, junto con el
municipio, constituirian los entes locales territoriales de
existencia obligatoria". Por su parte, subraya también que las
disposiciones transitorias tercera y sexta disponen la
integracién de los presupuestos y de todos los servicios de
las diputaciones en la Generalitat’(“Organtzacié territorial",

paginas 206 y 207).
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los Diputados, se impone la introduccién del- actual articulo
5.4, que de manera expresa recoge el mantenimiento de la
provincia, como entidad local y como divisién territorial para

el cumplimiento de las actividades del Estado.

La introduccidén de este precepto fue considerablemente
polémica, si bien todos los represéntantes catalanes
coincidirian en minimizar su trascendencia; a titulo de
ejemplo, Dbaste citar el Dictamen que por encargo del
Presidente de la Generalitat Provisional emitié la Comissio
Juridica Assessora de la Generalitat, que tras llamar la la
atencién sobre la introduccién de este precepto, abona una
interpretacién abierta del articulo 141 de la Constitucién y
del proplo articuloe 5 del Estatuto de Autonomia, que le
permite concluir que "en cualquier «caso la Ley de
Administracién Local de Catalufia podria vaciar las
Diputaciones de competencias y encargar el goblerno de la
provincia a entidades locales o a otras corporaciones

representativas" (51,

En la linea apuntada por estos planteamientos y estas
interpretaciones del marco constitucional, el Parlamento
catalan aprobé la Ley 6/1.980, de 17 de diclembre, de
transferencia urgente y plena de las diputaciones catalanas a

la Generalitat (52). Dicha Ley atribuye a la Generalitat de

(51) Este Dictamen es reproducido en las paginas 1.295 a 1,299
de la obra ya citada de Enric Lluch y Oriol Nel.lo, "El debat

de la divisié territorial de Catalunya",

(52) Luis Ortega ("El régimen constitucional ...", paginas 166
a 171) explica con un cierto detalle el contenido y alcance de
esta Ley, asi como de la Sentencia del Tribunal Constitucional

que la anularia.
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Catalufia la titularidad de las competencias que la legislacién
entonces vigente asignaba a las diputaciones provinciales, y
prevé también el correspondiente traspaso de servicios, bienes
y  funcionarios; asimismo, para  cumplir el mandato
constitucional de dotar a las provincias de diputaciones "u
otras corporaciones de caracter representativo", se dispone en
esta misma Ley la constitucién de "consejos territoriales®,
con funciones Dbéasicamente de deliberacién, estudio vy
propuesta, gobernados por representantes de las comarcas que
los integran, y que sucederian a las diputaciones
provinciales. Estos consejos nl siquiera tendrian potestad
para aprobar sus presupuestos, que se integrarian en el de la
Generalitat, limitadndose los consejos territoriales a proponer
el correspondiente anteproyecto. Esta Ley, que se dictaba en
base a las competencias de la Generalitat en materia de
régimen local, seria aprobada por una muy cualificada mayoria

parlamentaria.

Impugnada ante el Tribunal Constitucional, la Sentencia
de 28 de julio de 1.981 1la declarard inconstitucional,
virtualmente en su totalidad. En esta Sentencia, el Tribunal
Constitucional parte de la constatacién de que la existencia
de las provincias, en tanto que entes locales dotados de
autonomia, es una garantis constifucional, cuyo cumplimiento
exige, no sé6lo un mantenimiento nominal de esta institucién,
sino también el reconocimniento a favor de la misma "de las
potestades sin las que .ninguna actuacién auténoma es posible®,
y entiende la Sentencia que la "asuncién por la Generalitat de
la totalidad de las competencias atribuidas actualmente a las
Diputaciones sin dotar a los érganos llamados a sustituirlas
de tales competencias u otras similares, implica la
desaparicién de las cuatro provincias como entidades dotadas
de autonomia para la gestién de sus propios intereses"

(Fundamento juridico 4%2),
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Poco después de la promulgacién de la citada Ley sobre
el traspaso urgente y pleno de las diputaciones a la
Generalitat, el Parlamento acordaba constituir una ponencia
unitaria que tenia el encargo de elaborar una proposicién de
Ley sobre organizacién territorial de Catalufia. Esta Ponencia
se constituyé en febrero de 1,981, y se reunié en numerosas
agcasiones & lo largo de 1los aflos siguientes, recabando
informacién y evacuando consultas a las instituciones y a los
expertos. 8in embargo, no llegaria a formular ninguna

propuesta concreta.

El Gobierno de la Generalitat, por su parte, tuvo en
esta misma época diversas iniciativas que afectarian de algun
modo la organizacién territorial. Por una parte, el Consejo
Ejecutivo elabord, a finales de 1.982, un documento de
criterios basicos para la organizacién comarcal de la
Generalitat, que sin embargo no llegaria a ser propuesto de
manera formal. Este documento disefiaba una estructura basada
en comarcas auténomas, cuyo ambito territorial era el del Mapa
de 1.936, y respetaba el mantenimiento de las provincias y de
la Corporacién Hetropolitana de Barcelona. Por otra parte, la
misma Generalitat publica un so6lido estudio sectorial de
organizacién territorial, elaborado  durante los afios
anteriores, como es el Mapa Sanitario., Asimismo, la Ley de
Alta Montafia, promulgada el 9 de abril de 1,983, prevé que se
aplique en una parte del territorio de Catalufia una

organizacién territorial basada en la divisidon de 1.936 (B3),

(63) Towas Font ("Las competencias de planificacién del ente
comarcal. La Ley catalana de alta montafia®) y Joaquin Tornos
("E1l ente comarcal en la Ley catalana de alta montafia")
analizan la naturaleza de las comarcas creadas por esta Ley y
c¢oinciden en que no se trata de entidades territoriales, sino
de ambitos fisicos para el ejercicio de competencias de la

administracién de la Generalidad y para estructurar la .../..
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Con todo, a pesar de estos estudios y propuestas de nueva
organizacién territorial, la administracién de la Generalitat,

salvo contadas excepciones, se organiza en base provincial,

En realidad, cabe suponer que la Sentencia del Tribunal
Constitucional declarando nula la mayor parte de la Ley de
transferencia urgente y plena de las diputaciones a la
Generalitat, desanimaria cualquier proyecto global de reforma
del régimen local y de la organizacién territorial de
Catalufia, por lo menos mientras no se promulgaran por el
Estado unas bases del régimen juridico de la administracidn
local que precisaran con un minimo de seguridad juridica el
alcance y los limites de la potestat legislativa de la
Generalitat en esta materia. Estas Bases fueron promulgadas
finalmente en abril de 1.985, y preveian un tratamiento de la
comarca, especifico para Catalufia, que satisfacia en gran
parte las aspiraciones de la Generalitat, no obstante se
consagrara el mantenimiento de lasvdiputaoiones provinciales,
Pocos meses después de la promulgacidén de estas Bases emplezan
a ser conocidos pablicamente los primeros trabajos del Consell
Executiu para la propuestas de unos nuevos régimen local y
arganizacién territorial de Cataluflia; estos trabajos
culminarian en la promulgacién de las cuatro leyes reguladoras
de la administracién local de Catalufia, en la primavera de
1.987.

Paralelamente a estos intensos debates politicos,
instituciones diversas y numerosos expertos elaboran multitud
de propuestas y estudios sobre el régimen local y la
organizacién territorial de Catalufia. A diferencia de lo que
sucediera durante la Segunda Reptblica, ahora no hay ningon

encargo oficial preciso para el estudio de la organizacién

v/, participacién en el mismo de los representantes de los

entes locales afectados.
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territorial de Catalufia y la elaboracién de las
correspondientes propuestas; de este modo, asistimos a una
gran fragmentacién de proyectos, debidos la mayoria de ellos a
iniciativas particulares, a reivindicaciones localistas o al
interés de entidades o sociedades, por lo general de caracter

privado (54),

Practicamente todos estos estudios y propuestas abogan
por la reforma de la organizacién territorial de Catalufia,
tanto de la vigente, como de la histérica de 1.936: hay
propuestas de signo racionalista, que defienden una drastica
reduccién de namero de municiplos y estructuran la
administraciéen catalana en municipios y un dnico nivel
intermedio entre éstos y la Generalitat; otras propuestas
insisten en la supresién de la divisién provincial, o en su
modificacién, ya sea para aumentar el niumero de provincias, o
para convertir a Catalufia en una sola provincia; practicamente
todos los que apuestan por el establecimiento de un nivel
comarcal, proponen ‘también modificaciones, mAs o menos
significativas, al MNapa Comarcal de 1.936, habida cuenta de
los profundos cambios experimentados tanto por el wmarco
Juridico-paolitico, como por la realidad socio-econdmica. Como
es sabido, la legislacién aprobada por la Generalitat apenas

se plantea esta revisién del modelo histérico,.

Los elementos apuntados a titulo de antecedentes en las
paginas anteriores ofrecen sin duda una visién muy parcial de

los planteamientos de reforma del régimen local de Catalufia,

(54) Hay wuna relaclén exhaustiva de estos estudios vy
propuestas en el "Estudi preliminar" de la obra ya cltada de
Enric Lluch y Oriol WNel.lo,. "El debat de la divisié
territorial de Catalunya", paginas LIX y siguientes.
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pues se limitan a las cuestiones relacionadas con la
organizacién territorial; el enfoque seria mucho mAs completo
si se incluyera, también a titulo de antecedente, una
valoracién de los movimientos ciudadanos de los afios 1.970 y
de los anhelos de participacion ciudadana, o un estudio de los
déficits estructurales de 1las nuevas ciudades, o de 1los
problemas de paro obrero y freno de la actividad econémica,
factores todos ellos que condicionaran el gobierno local en
Catalufia en la década de los 1,980, y los correspondientes

intentos de reforma normativa,

Ahora bien, todos estos otros factores, con ser muy
importantes, y de manera especial en Catalufia, son de hecho
prablemas comunes al gobierno local de todo el Estado, y no
llegaran a imprimir ningin sello de especificidad en la
reforma del régimen local de Catalufia; en este proceso,la
cuestién que centré el debate politice fue la organizacién
territorial, y de manera especial la organizacién del Area
metropolitana de Barcelona; las otras cuestiones se quedaron
en un segundo plano, sin merecer en muchos casos nl siquiera
un intente de regulacién propla, distinta de la comin del

Estado.

Habida cuenta de estos antecedentes, la reforma del
régimen local que se plantea en Catalufia en 1.987 se nos
presenta anormalmente politizada; aunque la preocupacién por
modificar la organizacién territorial haya estado también
presente en proyectos auspiciados por los  gobiernos
franquistas o formulados en el entorno oficial, en Catalufia
esta cuestlén es antes un imperativo politico que una
preocupacién técnica para mejorar la administracién pablica, y
es este esencialismo demasiado proclive a las actitudes
intransigentes el que presidird los proyectos y los debates de

reforma del régimen local.
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CAPITULO SEGUNDO

ALCANCE Y LIMITACIONES DE LAS COMPETENCIAS DE LA GENERALIDAD
SOBRE LA ADMINISTRACION LOCAL

A lo largo de 1los capitulos anteriores se hace
referencia, en mhs de una ocasioén, al tema de la comparticisn

de competencias entre Estado y comunidades auténomas para

et

regular el régimen local, Asi, entre los aspactos de la
Constitucién relevantes para el tema de las competencias
locales, se hace hincaplé, en las paginas 489 y sigulentes
anteriores, en el hecho de que el legislador estatal y el
autonémico comparten la determinacién de las competencias
locales. Tambén al anallzar, en las paginas B73 y siguientes,
la naturaleza y funcién de la Ley reguladora de las bases del
régimen local, se han abordado algunos de los problemas que se
manifiestan en relacién con la distribucién entre Estado vy
comunidades auténomas en materia de administracién local.
También en el dltimo apartado del capitulo anterior hemos
visto que la determinacién del é&mbito de las competencias de
la Generalidad en relacién con la administracién local, ha

sido uno de los factores polémicos en el proceso de definicién

¥y desarrollo del actual marco constitucional y estatutario.

En el presente capitulo se procura realizar un estudio
general de este tema, a fin de determinar el alcance real de
las competencias de la Generalidad de Catalufia sobre la
administracién local. El analisis de esta cuestién es
fundamental para determinar hasta qué punto la Generalitat
puede establecer un modelo propio de competencias locales y ,
& través del mismo, una planta diferencial de administracion

local,
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Habida cuenta de que en la regulacién de la
administracioén loeal inciden varios titulos competenciales, el
estudio del presente tema se estructura en diversos apartados,
que SOD los referidos al régimen local, en general, al régimen
electoral, a los recursos econémicos y a la estructura

territorial de la administracién local.
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1.- EN RELACION CON EL REGIMEN LOCAL EN GENERAL

al El marco constitucional

El articulo 148 de 1la Constitucién, en su apartado
primero, incluye entre las materias en relacién con las cuales
pueden asumir competencias las comunidades auténomas, "las
alteraciones de los términos municipales comprendidos en su
territorio y, en general, las funciones que correspondan a la
administracion del Estado sobre las Corporaciones Locales y
cuya transferencia autorice 1la legislacién sobre régimen
local" (punto 22). Es la Gnlca referencia directa al régimen
local que contiene la Constitucién, al preveer las posibles

competencias de las comunidades auténomas.

Las competencias autonémicas previstas en el citado
apartado segundo del articulo 148.1 son meramente ejecutivas,
y aun de gestién. Efectivamente, la Gnica indicacién precisa
de competencias comunitarias en materia de régimen local es la
prevista en la primera parte del apartado: alteraclones de los
términos municipales. Se trata obviamente de una competencia
de gestioén, que las comunidades auténomas que la asuman
deberan ejercer en el marco de la normativa aplicable, que no
necesariamente tiene que ser, en base a este precepto,

autonémica.

La segunda parte de este mismo apartado, que autoriza a
las comunidades auténomas a ser titulares de otras
competencias ejecutivas en materia de régimen local, tiene su
efectividad condicionada, adembds de a las oportunas
referencias estatutarias, a la correspondiente autorizacién de

la legislacién de régimen local, en principio estatal.

Es decir, en base al articulo 148.1.2 de la Constitucién,

las comunidades auténomas s6lo pueden ser titulares de
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competencias en materia de régimen local, ademids de las de
gestion relaclonadas con la alteracién de términos
municipales, =i asi lo autoriza la legislacién aplicable., Y
atn &1 se cumple este requisito, lo cual dependerd del
legislador estatal, las competencias autondémicas en esta
materia son de caracter ejecutivo, pues se trata de las
funciones que "correspondan a la administracién del Estado", y
no al Estado en general; como es sabldo, a la administracién
del Istado sélo le corresponden funcliones de caracter

ejecutivo (1),

(1) En la practica, los estatutos de autonomia, al asumir esta
competencia, o blen interpretan claramente que en el ejercicio
de la misma cabe la potestad legislativa (es el caso de los
articulos 26.2 y 27.1 del Estatuto de Autonomla de Madrid), o
se refieren ambiguamente a competencias de desarrollo y
ejecucidén de la legislacién del Estado (es el caso de los
articulos 27.1.8 del Estatuto de Castilla-Leén, 8.1 del
Eztatuto de Extremadura, 32.1 del Estatuto de Canarias, 32.1
del Estatuto de Castilla-La Mancha, 11.& del Estatuto de
Murcia, 9.1 del Estatuto de La Rioja y 1ll.a del Estatuto de
Asturias); en otros casos, se prevé simplemente que el
enunciado del articulo 148.1.2 de 1la Constitucién sea
competencia exclusiva de la Comunidad (articulos 10.2 del
Egtatuto de Baleares, 35.1 del Estatuto de Aragén y 22.2 del
Estatuto de Cantabria). Por su parte, la disposicién adicional
primera de la Ley reguladora de las bases del régimen local,
habla de "las competencias legislativas o de desarrollo de 1la
legislacién del Estado sobre régimen local asumidas, segin lo
dispuesto en sus respectivos Estatutos, por las Comunidades
Auténomas ...", sin que esta Ley atribuya formalmente y de
manera clara competencias legislativas en materia de régimen
local a las comunidades auténomas. Lo expuesto en esta nota
quiere llamar la atencién sobre el hecho de que, frente a la

generalizaclén de leyes comunitarlias sobre administracién ../,
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No cabe duda, pues, que las comunidades auténomas, en
base al articulo 148.1.2 de la Constitucién, sélo tienen
garantizado un nivel muy exiguo de competencias en relacién
con el régimen local, y cuya efectividad ademhds se condiciona
a que sean expresamente asumidas por los respectivos estatutos
de autonomia (2), Esta limitacién, de todos modos, afecta sélo
a las comunidades auténomas de régimen comin o de autonomia
diferida; las que se constituyan por la via del articule 151 -
o de la disposicién transitoria segunda- de la Constitucién
pueden asumir, en principio, en sus estatutos un nivel
bastante superior de competencias en materia de régimen local,

como veremns seguldamente.

voo/vys local, no estd nada claro que las comunidades de
autonomia diferida puedan -en base a la Constitucién, a su
Estatuto de Autonomia y a la legislacién basica de régimen
local- en todos los casos hacer uso de esta potestad. Pero no

es éste el objeto del presente estudio.

(2) Lo cual, ni que decir tiene, se apresuraron a hacer todos:
articulos 10.1 y 4 del Estatuto de Autonomia del Pais Vasco,
9.8 del Estatuto de Autonomla de Catalufia, 27.2 del Estatuto
de Autonomia de @Galicia, 13.3 del Estatuto de Autonanmia de
Andalucia, 31.8 del Estatuto de Autonomia de la Comunidad
Valenclana, 1l.a del Estatuto de Autonomia de Asturias, 22.2
del Estatuto de Autonomia de Cantabria, 9.1 del Estatuto de
Autonomia de La Riloja, 1l.a del Estatuto de Autonomia de
Murcia, 46 de la Ley Organica de Reintegracién y Amejoramiento
del Régimen Foral de Navarra, 35.1.2 del Estatuto de Autonomia
de Aragdn, 32.1 del Estatuto de Autonomla de Castilla-La
Mancha, 32.1 del Estatuto de Autonomia de Canarias, 6.1 del
Estatuto de Autonomia de Extrém&dura, 10.2 del Estatuto de
Autonomia de Baleares, 26.2 y 27.1 del Estatuto de Autonomia
de Madrid y 27.1.8 del Estatuto de Autonomia de Castilla-Leén.
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Efectivamente, las  comunidades  auténomas que  se
constituyan por la via prevista en el articulo 151 -o de la
disposicién transitoria segunda, como es el caso de Catalufia-
de la Constitucién (3), pueden asumir en sus estatutos todas
las competencias publicas que se les oacurra, a excepcién de
las previstas en el articulo 149.1 de la Constitucién, que son
las que, en cualquier caso, corresponden a la competencia

exclusiva del Estado.

La dnica referencia directamente aplicable al régimen
local que hallamos en este articulo es su apartado 18, que
atribuye a la exclusiva competencia del Estado "las bases del
régimen Juridico de las administraciomes piblicas y del
régimen estatutario de sus funcionarios, que, en todeo caso,
garantizarada a los administrados un tratamiento comin ante
ellas; el procedimientn administrativo comon, sin perjuiclo de
las especialldades derivadas de la organizacién propia de las
Comunidades Auténomas; legilslacion sobre exproplacién forzosa;
legislacién basica sobre contratos y concesiones
administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las
administraciones publicas". Asl, pues, las comunidades de
autonomia plena pueden asumir todas las competencias relativas
al régimen local de su territorio, respetando las bases y
demAs normas que dicte el Estado en base al precepto recién

transcrito.

Y asi lo hacen, con diversas matizaciones y complementos

(4>, De este modo, el alcance efectivo de la competencia de

(3> 0 casos asimilados, como es el caso de las Comunidades
Valenciana y Canaria, al utilizarse la posibilidad prevista en

el articulo 150.2 de la Constitucién.

(4) Asi, el Estatuto de Autonomia para el Pais Vasco incluye

en su articulo 10, como competencia exclusiva de la ...../....
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estas comunidades auténowas en materia de régimen local no se
concreta en los respectivos estatutos, sino que queda a
resultas del éambito que asuma la legislacién estatal sobre
bases del régimen Jjuridico de la administracién local. Mas
adelante intentaremos precisar el contenido que cabe dar a

esta expreslén,

vo./... Comunidad auténoma, las “demarcaciones territoriales
municipales" (apartado 1) y el "régimen 1local ..., sin
perjuicio de lo establecido en el articulo 149.1.18 de la
Constitucién® <(apartado 42). Por su parte, el Estatuto de
Autonomia para Galicia, en su articulo 27.2, califica de la
competencia exclusiva de la Comunidad Auténoma gallega la
"organizacién y régimen juridico de las comarcas y parroquias
rurales como entidades locales proplas de  Galicia,
alteraciones de términos municipales comprendidos dentro de su
territorio y, en general, las funciones que sobre el régimen
local correspondan a la Comunidad Auténoma al amparo del
articulo 149.1,18 de la Constitucién y su desarrolle". FPor su
parte, el apartado 32 del articule 13 del Estatuto de
Autonomia de Andalucia define de la competencia exclusiva de
la Comunidad Auténoma el "régimen local, sin perjuicio de lo
que dispone el nimero 18 del apartado 1 del articulo 149 de la
Constitucién®, Finalmente, el articulo 31.8 del Estatuto de
Autonomia de la Comunidad Valenciana afirma que la Generalitat
tiene competencia exclusiva en materia de "régimen local, sin
perjuicio de lo que dispone el nimero 18 del apartado 12 del
articulo 149 de la Constitucién. Alteraciones de los términos
municipales y denominacién oficial de los municipios vy

topénimos®.
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b) Las previsiones del Estatuto de Autonomia de

Catalufia

En base a las previsiones constitucionales que se acaban
de comentar, el articulo 9.8 del Estatuto de Autonomia de
Catalufia declara de la exclusiva competencia de la Generalitat
la materia "régimen local", sin perjuicio de lo que dispone el
articulo 149.1.18 de la Constitucién; este mismo precepto
especifica que también es de la competencia exclusiva de la
Generalidad las “"alteracliones de términos municipales vy
denominacién oficlal de los Municiplos y topénimos”, precisién
innecesaria, pues este enunciado se halla obviamente incluido
en el concepto “régimen local" de la primera parte del
precepto. De este modo, el Estatuto asume formalmente el
wmaximo de competencias posible en materia de régimen local en
el marco de la Constitucién, pués indica que corresponderd a
la Generalidad todo agquello que no sea, segin el articulo
149.1.18 de la Constitucidén, de la competencia exclusiva del
Estado.

La formulacién de este precepto es de una obvia
generalidad, probablemente en aras de su maximilismo; ahora
bién, la renuncia que hace el Estatuto a dar mayor precisioén a
los criterios de distribucién de competencias entre el Estado
y la Generalidad, puede implicar tal vez una Iinjustificada
autolimitecién en la atribucién a 1a Generalidad de

competencias en materia de régimen local,

Efectivamente, al identificar el nacleo esenclal de las
competencias de la Generalidad en la materia con el término
"régimen local", y hacerlo en relacién explicita con el
articulp 149.1.18 de la Coﬁstitucién, referido concretamente a
cuestiones de régimen juridico, €l articulo 2.8 del Estatuto
hace depender el alcalce de estas competencias del significado

que se dé al término "régimen local", aparte de a la extensioén
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que puedan tener las “"bases" que dicte el Estado. Planteadas
asi las cosas, resulta que hay varios aspectos relacionados
con la administracidén local que no estd nada claro que hayan
de entenderse integrados en el concepto "réegimen local”,
maxime sl el Estado puede reclamar su competencia plena en
relacién con los mismos en base a otros titulos competenciales

mAs precisos.

Me refiero concretamente a las cuestiones de régimen
electoral local, hacienda local y competencias locales., Como
veremos en los eigulentes apartados, el articulo 9.8 del
Estatuto de Autonomia de Catalufia, estando como estéd redactado
en la indicada generalidad, mno resulta oponible a l;
titularidad estatal de competencias en materia de régimen
electoral y haciendas locales, que tilene su base en los
articulos 81 y 146.1.14 de 1la Constitucién, ni a la
competencia estatal que resulte de su titularidad de 1la
regulacién de los diversos sectores de la actividad piblica, a

la hora de determinar las competencias locales.

De este mpdo, la competencia de la Generalidad en materia
de régimen local, que segan el articulo 9.8 del Estatuto es
exclugiva con la Gnica limitacién de la legislacién que dicte
el Estado en base al articulo 149.1.18 de la Constitucidn,
comprende sélo algunos de los aspectos relacionados con la
regulacién de la administracién local, probablemente todos
menos los  relativos. a régimen electoral, Dhaciendas y
competencias de municipios y provincias, para los cuales el
Estado ostenta otros titulos competenciales, por lo general de

mayor intensidad.

Ademas de esta competencia genérica en materia de régimen
local, y cuyo alcance real 'analizaremos en el apartado
siguiente, el Estatuto de Autonomia de Catalufia atribuye a la
Generalidad otros aspectos concretos de competencias en

materia de administracién local, que son los siguientes.
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En primer lugar, el articulo 10.2 del Estatuto de
autonomia atribuye a la Generalidad competencia para
desarrollar a nlvel legislative el sistema de consultas
populares municipales en el ambito de Catalufia, en el marco de
1os articulos 92.3 y 149.1,32 de la Constitucién. Quiere ello
decir que, en el marco de la Ley Orgénica reguladora de las
distintas modalidades de referendum, y salvando la competencia
exclusiva del Estado para autorizar toda consulta de este
tipo, el Estatuto atribuye a la Generalidad la potestad de
regular las condiciones y modalidades con las que los
ayuntamientos puedan someter cuestiones a consulta popular.
Obsérvese que la competencia de la Generalidad en este tema es
muy explicita, y su ejercicio no tiene porqué someterse a las
bases estatales de régimen local, sino uGnicamente a la Ley
Orgénica reguladora de las distintas modalldades de referendum

(57,

(5) Sin embargn, el articulo 71 de la Ley reguladora de las
bases del régimen local ("De conformidad con la legislacién
del Estado y de la Comunidad Auténoma, cuando ésta tenga
competencia estatutariamente atribuida para ello, los
Alcaldes, previo acuerdo por mayoria absoluta del Pleno y
autorizacién del Goblerno de la Nacién, podran someter a
consulta popular aquellos asuntos de la competencia propia
municipal y de caradcter local que sean de especial relevancia
para los intereses de los vecinos, con excepcién de los
relativos a la haclenda local") establece una cierta
regulacién basica de esta cuestién, que es pacificamente
admitida y asumida por el legislador catalan (articulos 144 a
146 de la Ley municipal y de régimen local de Catalufia), a
pesar de que entiendo que no procede, a la vista del citado
articulo 10.2 del EHstatuto de autonomia de Catalufia, la
vinculacién del legislador autonémioo a este aspecto de la

legislacién basica de régimen local. Por lo demas, ..... VAR
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En segundo lugar, el articulo 13.3 del Estatuto atribuye
a la Generalidad de Catalufia, ademis del mando supremo de la
Policia Auténoma, "la coordinacién de la actuacién de las
policias locales". En este punto la amplitud de competencias
que asume el Estatuto no agota el marco constitucional, por
cuanto el mismo articuleo 148.1 de la Constitucién incluye
entre las materias en relacién con las cuales todas las
comunidades auténomas pueden asumlr competencias, en su namero
22, "la coordinacién y demhds facultades en relacién con las
policias locales en los términos que establezca una Ley
Organica". El articulo 13.3 del Estatuto de Autonomia de
Catalufia evita bhacer mencién explicita a la sujecién a una
futura Ley Orgénica, pero de "coordinacién y demas facultades"
se queda simplemente en “"coordinacién", y adn especificando
que se trata de coordinar "la actuacién", de modo que el
Estatuto dificllmente da pilé a que las facultades de
coordinacién de las policias locales que asuma la Generalidad
abarquen, entre otros, aspectos organizativos y de otra indole

que no tengan una clara incidencia externa,

En tercer lugar, el articulo 48 del Estatuto de Autonomia
de Catalufia atribuye a la Generalidad importantes competencias
en materia de haciendas locales, cuya trascendencla real

anallzaremos en un préoximo apartado.

En todo caso, el grueso de las competencias de la
Generalidad en relaclén con la administracién local de
Catalufia depende fundamentalmente de la interpretacién que se
dé a la expresién “bases del régimen local', identificativa de

las competencias exclusivas del Estado en esta materia.

ol para el estudio de 1la figura de las consultas
populares municipales, en el Amblto de Catalufia, me remito al
comentario de Margarida Obiols, sobre "Consultes populars

municipals".
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¢) El contenldo de las bases del régimen local

Recordemos que, segin el articulo 149.1.18 de la
Constituclén, el Estado ostenta la competencia exclusiva para
regular las bases del régimen juridico de las administraciones
piblicas, y del régimen estatutario de sus funcionarios, asi
como el procedimiento administrativo comdn y la legislacién
basica sobre contratos y concesiones y la responsabilidad
administrativa. Podemos resumir -con rigor mAs que discutible,
es clerto- estos diversos enunclados diclendo que le
corresponde al Estado dictar las bases del régimen local.
Interesa, pues, determinar el alcance que puedan tener estas
bases. Para ello, hemos de precisar los conceptos de "bases",
por un lado, y de "régimen local" -o bien, "régimen juridico
de las administraclones locales", si asi se prefiere-, por

otro.

Por lo pronto, el de bases es, segin la jurisprudencia
constitucional, un concepto fundamentalmente material: "la
nocién de bases o de normas basicas ha de ser entendida como
nocién meterial y, en consecuencia, esos principios o
criterios basicos, estén o no formulados como tales, son los

que racionalmente se deducen de la legislacién vigente" (8).

Asimismo, la jurisprudencia constitucional habla de las
bases como de un concepto que hace referencia a los "criterios
generales de regulaciéﬁ de un sector del ordenamiento juridico
o de una materia juridica, que deben ser comunes a todo el
Estado ... posee un sentido positivo y uno negativo: el
sentido positivo manifiesta los  objetivos, fines y

orientaciones generales para todo el Estado, exigidos por la

(6) Sentencla del Tribunal Constitucional de 28 de julio de

1.981, fundamento juridico sexto.
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unidad del mismo y por la igualdad sustanclal de todos sus
miembros; en sentlido negativo, ... constituye el limite dentro
del cual tilenen que moverse los érganos de las Comunidades
Autdénomas en el ejercicio de sus competencias cuando, adgn
definiéndose éstas como exclusivas, la Constitucién y el

Estatuto las dejan asi limitadas" (7).

Habida cuenta del contenido fundamentalmente material de
las bases, la primera Jurisprudencia constitucional entiende
que su regulacién no tiene que adoptar ninguna forma especial
determinada, pudiendo estar las normas basicas perfectamente
incluidas en una ley ordinaria, aunque esta Ley no especifique
cuéles de sus preceptos tienen este rango basico, o incluso en

simples reglamentos (8).

(7) Sentencia del Tribunal Constitucional de 7 de abril de
1,083,

(8) Podemos leer en la Sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de enero de 1.982: "Dado el caracter fundamental y
general de las normas Dbésicas, el instrumento para
establecerlas con posterioridad a la Constitucién es la Ley.
Sin embargo, puede haber algunos supuestos en los que el
Gobierno podréd hacer uso de su potestad reglamentaria para
regular por Real Decreto, y de modo complementario, alguno de
los aspectos béAsicos de una materia determinada", En sentido
parecido, las Sentenclas del mismo Tribunal de 2 de abril de
1,982 y de 7 de abril de 1.983. Esta Gltima es especialmente
contundente: "Todo aquello que sea preciso para la
preservacién de la normativa de uvuna institucién considerada
como baslca debe ser entendido ésimismo como basica por via de

consecuencia o de conexién®.
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Sin embargo, las Sentencias mis recientes exigen un mayor
rigor formal en la regulacidén de las bases por parte del
Estado (9., Este rigor se fundamenta en primer lugar en unas
légicas garantias de certidumbre Jjuridica, que serian
exigibles a la legislacién basica estatal, en el sentido de
que todo precepto que quiera ser basico asi debe decirlo
expresamente, y en segundo lugar, en un deseo de que las bases
tengan una razonable tendencia o vocacién de perdurabilidad, a
fin de evitar "la ambigliedad permanente que supondria
reconocer al Estado facultad para oponer sorpresivamente a las
Comunidades Auténomas como norma basica cualquier clase de
precepto legal o reglamentario, al mArgen de cual sea su rango

y estructura® (10).

Estas necesarias garantias de determinacién cierta y
estable de la normativa basica 1llevan al Tribunal
Constitucional a considerar que el instrumento normativo
idéneo para dictarla es la Ley formal; excepcionalmente, ¥
sobre todo en relacién con la normativa preconstitucional, en
atencién a las dificuitades practicas que presenta su
adaptacién al esquema vigente de distribucién de competencias
entre Estado y comunidades auténomas, la jurisprudencia
constitucional admite que 1a normativa basica esté contenida

en un Reglamento, si bilen en estos casos la Ley "debe declarar

(9) Es especialmente significativa en este sentido la
Sentencia del Tribunal Constitucional de 19 de abril de 1.988,
que resuelve el conflicto de competencias planteado por el
Estado en relacién con el Decreto de la Generalitat 389/1.083,
de 15 de septiembre, sobre etiquetado de los productos que se

comercializan en Catalufia.

{10 Sentencia del Tribunal Constitucional n® 66/1.988, de 19
de abril, ya citada.
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expresamente el alcance basico de la norma o, en su defecto,
venir dotada de una estructura que permita inferir, directa o
indirectamente, pero sin especial dificultad, su vocacién o

pretensién de basica® 11,

Esta linea jurisprudencial mis reciente concluye en los
siguientes términos: “manteniendo el concepto material de lo
basico como nicleo sustancial de la doctrina de este Tribunal,
procede exigir con mayor rigor la condicién formal de que la
"norma béAsica" venga incluida en Ley votada en Cortes, que
designe expresamente su caracter de basica o esté dotada de
una estructura de la cual se inflera ese caracter con
naturalidad, debiendo también cumplirse esta condicién en el
supuesto excepcional de que la norma basica se introduzca por
el Goblerno de la Nacién en ejercicio de su potestad de

reglamento® (12).

De lo que llevamos expuesto hasta ahora, debemos inferir
que las bases han de reunpir la condicién de =serln
materialmente, de afectar a nivel general todo el territorio

del Estado (13), tener vocacién de perdurabilidad, estar

(11> Sentencia del Tribunal Constitucional de 19 de abril de
1.988, fundamento juridico quinto.

(12) Sentencia del Tribunal Constitucional de 19 de abril de

1.988, fundamento juridico sexta,

(13) Conviene matizar este requisito de la uniformidad de las
normas basicas. Mufioz Machado entiende que "la uniformidad de
las bases no puede concebirse de manera literal, ni lo ha
entendido asi nunca el Tribunal Constitucional: a) las bases
no son homogéneas =l son heterogéneas las competencias de
desarrollo que se atribuyen a cada comunidad auténoma ...; b

atn cuando se parta del principio de que la ......7......
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contenidas en una norma que proclame claramente tal condicién
-p la nmisma se deduzca con naturalidad- y que esta norma sea
precisamente una Ley formal o, muy excepcionalmente, un
reglamento, en este Gltimo caso siempre que pueda ostentar una

cobertura legal expresa para esta condicién de norma basica.

AdemAds, y en relacién con el régimen local, las bases
estatales no pueden, en ningdn caso, llegar a fijar un grado
tal de uniformidad, que resulte imposible el desarrollo, por
parte de las comunidades auténomas, de modelos proplos de
administraciéon local, posibilidad ésta prevista en diversos
estatutos de autonomia, y en todo caso implicita en las
competencias leglslativas que asumen las comunidades auténomas

en esta materia (14),

oo/ legislacién basica ha de ser uniforme, de ahi no se
sigue mAs que la prohibicidén de tratar desigualmente a las
comunidades auténomas ... ¢©) ... el Tribunal Constitucional ha
admitido muchas veces que haya reglas basicas que constituyan
auténticas ‘"medidas" concretas y que no necesariamente
afectaban a todo el territorio nacional ... De manera que la
regulacién uniforme no impide que existan reglas bAsicas con
un contenido singular" ("Dictamen sobre la compatibilidad
entre 1la Ley especlal para Barcelona y 1las competencias

basicas estatales sobre el réegimen local").

(14) “"La fijacién de estas condiciones basicas no puede
implicar en ningin caso el establecimiento de un régimen
uniforme para todas las entidades locales de todo el Estado,
sino que debe permitir opciones diversas, ya que la potestad
normativa de las comunidades auténomas no es en estos
supuestos de carécter reglamentario® (Seantencia del Tribunal
Constitucional de 28 de julio de11,981).
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Precisado el concepto de bases, delimitemos ahora el
campo material en el que deben aplicarse, es decir, pasemos a
precisar el concepto de régimen juridico de la administracién
local. De entrada, parece bastante evidente que las cuestiones
relativas al régimen electoral y a las haclendas de municipios
y provincias, como veremos, han de quedar excluidas del mismo,
por resultar preeminentes los articulos 8l y 149.1.14 de la
Constitucién, habida cuenta de 1la ambigliedad de las

disposiciones estatutarias,

Segin el resumen que hace el Consejo coasultivo de la
Generalidad de Catalufia de los criterios de la Jjurisprudencia
constitucional, “se puede concluir que en el cancepto de
régimen Juridico se pueden integrar el procedimiento y el
régimen de recursos, y los aspectos organizativos, en un
sentido amplio que contiene también las relaciones
interadministrativas, y los competenciales” (15). Sin embargo,
si bien se admite pacificamente de forma unAnime la inclusién
en el término “"régimen 'juridico' de la practica totalidad de
conceptos recién sefialados, no sucede lo mismo con los

- aspectos competenciales de las entidades locales.

Efectivamente, parte importante de la doctrina sostiene
que “por "régimen local" debe entenderse tan solo el aspecto
ingstitucional de la administracién local, en su conjunto y por
referencia a cada uno de los entes que la integran. Por el
contrario, la determinacién de las competencias de los entes

locales forma parte de la regulacién de las materias o

(15) Dictamen del Consejo Consultivo de la Generalidad n2 88,
de 4 de mayo de 1.985, Fundamento juridico 492, que hace
referencia a las Sentencias del Tribunal Constitucional de 28
de julio de 1.981, 13 de noviembre de 1.981 y 5 de agosto de
1.983.
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funciones en que se concreta la participacién de dichos entes
en el ejercicio de las tareas pablicas" (16), A esta légica
responden los articulos 2, 25 y 36 de la Ley reguladora de las
bases del régimen local, que hemos tenido ocasién de estudiar
en paginas anteriores (594 y siguientes), y en base a la misma
en las paginas 487 y sigulentes anteriores se sostiene que es
fundamentalmente el legislador sectorial quien determina las

competencias locales.

Frente a esta opcién de reenvio al legislador sectorial
de la determinacién de las competenclas 1locales, otros

sectores deflenden la inclusién de la regulacidén del régimen

(16> Miguel Sanchez Morén, op. cit. pagina 143. En este mismo
sentido se han pronunciado también Santiago MNufioz Machado
("Derecho pablico ...", wvolumen II, paginas 186 y 187) vy
Luciano Parejo. Este Gltimo autor sefiala que "el régimen local
no es ya una materia Gnlca., En tanto que materia soporte de un
titulo competencial especifico comprende JGnlcamente el
Estatuto subjetivo de las organizaciones locales, ila
“Constitucién® de éstas; en modo alguno el resto de las
cuestiones tradiclonalmente incluidas en el régimen local, que
sigue la suerte de 1la distribucién constitucional de
competencias. Este entendimlento del régimen local es, por
demés, obligado, porque la afirmacién de la capacidad del
poder central para, sobre la base del titulo competencial del
apartado 18 del articulo 149.1 de la Constitucién, normar
acabadamente todo el complejo mundo del régimen local
supondria una dilegitima interpretacién extensiva de dicho
titulo, conforme a la que éste consagraria el vaclamiento de
la disposicién legislativa por las comunidades auténomas de
las distintas materias en 1las que éstas han asumido
validamente competencias segin la norma constitucional"
("Posicién de los entes locales en la estructura del poder

piblico administrativo", pagina 88).
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competencial en el concepto de régimen local. Asi, la
Generalidad de Catalufia impugné los articulos 2, 250 y 36 de la
Ley reguladora de las bases del régimen local, por entender
que al remitir a la legislacién sectorial la determinacién de
las competenclas locales, se hurtaba este campa de la
disponibilidad del legisladar cataléan en materia de régimen
local; de este modo, el escrito de alegaciones que presenta la
Generalitat para avalar este recurso, arremete contra lo que

denomina "sectorializacién” del régimen local.

En efecto, excluir de la legislacién de régimen local la
regulacién de las competencias de las entidades locales, puede
llegar a significar una disgregacién tal del concepto "régimen
local", hasta el punto de quedar virtualmente vacio de
contenido. Asi lo sefiala JOAQUIN FERRET, para quien esta
opcién que toma la ley basica es consecuencla de la recepclén
entre nosostros de "un sector de la doctrina alemana que ha
defendido que el régimen local no existe como materla, sino
que se disuelve en los diferentes aspectos sectoriales que
alcanza", de modo que "la acoglda entre nosotros de esta
corriente doctrinal hace que la materia régimen local se

desvanezca® (17).

(17) "Régimen local", pAgina 482, A Juicio de este autor,
"este planteamiento no parece compatible con la configuracién
en el bloque constitucional del “"régimen local" como criterio
material de reparto de competencias" (pagina 482). Ademis,
considera también que, en Gltimo término, la regulacién de las
competencias de un ente no es mAs que un aspecto de su
organizacién, de modo que 1la determinacién de las mismas
resultaria inseparable de 1la regulacién de los aspectos
organizativos: “"los aspectos, organizativos tienen gran
extensién y complejidad. No se limitan a la creacién del ente

«v. 0 de su estructura organica interna, sino que dentro ../..
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Lo cierto es que la remisién al legislador sectaorial de
la determinacién de las competencias locales no significa que
los aspectos competenciales sean excluidos sin mis del
concepto de “régimen local®. De hecho, y como hemos tenido
ocasién de ver en la segunda parte del presente estudio, 1la
interpretacién que bace la jurisprudencia constitucional de la
garantia institucional de la autonomia local concluye en la
necesidad de garantizar por parte del legislador bésico de
régimen local un minimo contenido ocompetencial de esta
autonomia y, en consecuencia, la Ley reguladora de las bases
del régimen local, sl bien se remite al legislador sectorial
para determinar las competencias locales, ello no significa
que renuncie, ni mucho menos, a fijar unas bases del régimen
competencial de los entes locales y a determinar un minimo de

competencias a favor de los mismos.

En definitiva, en la expresién "bases del régimen
Juridico" de 1la administracién 1local habrad que entender
incluidas las bases del régimen competencial de los entes
locales, sin alcanzar estas bases, sin embargo, a concretar
las competencias locales en cada sector de actividad,
operacién ésta que se remite al legislador sectorial

correspondiente.

Ademds, la adopcién de este modelo de determinacién de
las competencias locales no deja de ser, en sl mismo, un
aspecto de las bases del régimen local, de modo que resulta
perfectamente legitima la opcilén que a favor del mismo hace la
Ley reguladora de las Bases del régimen local, del mismo modo
que podrian ser también legitimos, en términos de

constitucionalidad, otros modelos. La més reciente

vv./... de la actividad organizativa se ha de incluir la

delimitacién del admbito funcional" (pagina 483).
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jurisprudencia constitucional coincide en avalar esta

interpretacién (18).

Concluimos pues que el contenido de las bases del régimen
1ocal no afecta directamente las cuestiones electorales, de
hacienda y de determinacién en cada sector de actividad de las

competencias locales. De este modo, seran conceptos

(18) Podemos leer en el fundamento Juridico primero de la
Sentencia del Tribunal Constitucional de 19 de diclembre de
1.989: "El Yrégimen local®, que es, por tanto, el “régimen
juridico de las administraciones locales", resulta de este
modo no una materia evanescente, disgregada en una pluralidad
de asuntos sometidos a un régimen competencial diversificado
tal como afirma la Generalidad de Catalufia, sino una materia
con perfiles proplos que, por imperativo de la garantia
institucional de la autonomia local, contempla también -y no
excluye- lo relativo a las competencias de los entes locales.
Por todo ello, podréd sl acaso discutirse el alcance dado a las
competencias del Estado derivadas del articulo 149.1.18 de la
Constitucién al inclulr, en concreto, entre ellas, la de
establecer los criterios basicos en materia de competencias de
las entidades locales, pero en absoluto se ajusta a la
realidad la afirmacién de que el "regimen local" -equivalente
a "régimen Jjuridico de las administraciones locales"- haya
quedado reducido a las cuestiones estrictamente
organizativas®., Esta inclusién de las bases del régimen
competencial en las bases del régimen juridico, no excluye
que, como afirma el fundamento Jjuridico tercero de la misma
sentencia, "la concrecién ultima de las competencias locales
queda remitida -y no podia ser de otra manera- a la
correspondiente legislacién sectorial, ya sea estatal o
autonémica, segin el sistema constitucional de distribucién de

competencias entre el Estado y las comunidades auténomas®.
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integrantes de las bases del régimen local, aparte de los
aspectos basicos del régimen competencial, los relativos a
procedimiento, eficacia de 1los actos, organizacién, todos
ellos en funcion de la misién Gltima de estas bases, que no es
otra que concretar la garantia instltucional de la autonomia

local.

Como sostendrd LUCIANO PAREJQ, "al poder central
corresponde, en exclusiva, la concrecién institucional de la
autonomia local en sus aspectos bésicos ... Tal atribucién
competencial no es sino reflejo en el plano organizative de la
implicacién del principio material de unidad del Estado, en
razén a la posicién constitucional de las autonomias locales
en tanto que plezas de la organizacién territorial del Estado

en su conjunto® (19).

Parte de la doctrina, entre la que cabe destacar el

Consejo Consultivo de la Generalidad de Catalufia, discrepa de

(19) "La autonomia local en la Constitucién®, pagina 45. En
parecidos términos se expresa Miguel Sanchez Morén, para quien
"la expresién "bases del régimen Juridico" del articulo
149,1.18 de la Constitucidén, debe conectarse con el tema de la
garantia institucional. Aunque es imposible una definiclén
precisa y aprioristica de dicho concepto, que corresponde a
lag Cortes Generales -cuya interpretacion es, asimismn,
controlable por el Tribunal Constitucional-, esta claro que
con ello se ha pretendido no dejar a cada comunidad auténoma
la definicién total de las competencias y la configuracién de
los érganos de goblerno y administracién de las entidades
locales. Es el Estado quien ha de fijar el contenido basico de
la garantia institucional, sin que ello pueda implicar en
ningtn caso el establecimiento de un régimen uniforme para
todas esas entidades" ("Las comunidades auténomas vy las

provincias", paginas 874 y 875).

- 818 -



esta Gltima interpretacién, en base a estimar que la garantia
institucional de la autonomia local vincula por igual a la ley
ectatal que a la autonémica (20). Sin dudar de la certeza de
ecte aserto, no por ello creo que haya de cuestionar la
anterior interpretacién, pues si uno de los aspectos wmas
caracteristicos de la organizacién del Estado es el respeto a
la autonomia local, es légico que la regulacién de las
instituciones en que se concreta esta autonomia forme parte de

las bases del régimen local,

Para acabar, sintetiza con notable acierto el alcance que
se debe dar al concepto "bases del régimen local" el siguiente
extracto de la jurisprudencia constitucional: "dado que »a
través de la garantia constitucional de la autonomia local se
configura un modelo de Estado, ... corresponde a los érganos
centrales de éste la fijacién de principios o criterios
basicos en esta materia, de aplicacién en todo el territorin
estatal, y asi se deduce de 1o dispuesto en el articulo
149.1.18 de la Constitucién". Ahora bién, concluye esta misms
Sentencla, estas normas basicas deben permitir opciones
diversas, a fin de que se puedan realizar efectivamente las
competencias legiclativas de las Comunidades Auténomas en este
tema (21); ésta es, por supuesto, la gran limitacién material

de toda norma basica: dejar que entre sus disposiciones (que

(20) Dictamen del Consejo Consultivo de la Generalitat ne 88,
de 4 de mayo de 1.985, fundamento juridico 92. También en un
sentido simllar al de este dictamen, el escrito de alegaciones
del Consejo Ejecutivo de la Generalidad, al impugnar algunns
preceptos de la Ley reguladora de las bases del régimen local

ante el Tribunal Constitucional.

(21> Sentencia del Tribunal Constitucional de 27 de febrero de
1.687

- 819 -



también son de aplicacién directa) y la ejecucién de las
mismas quede espaclo para que otra Ley pueda precisar y optar

entre posibles soluciones diversas.

En cualquier caso, sin poner en duda su correccién
juridica, tambilén es evidente que el contenido que se acaba
dando entre nosotros al concepto "bases del régimen juridico
de la administracién local" es sumamente generso para las

instituciones centrales del Estado.

d) Descripcién de la normativa bésica de régimen local

Definido el alcance que puede tener la legislacién
estatal en materia de bases del régimen local, vamns a
estudiar brevemente en qué medidas normativas y en qué
contenidos se concreta. Por lo que se refiere a las medidas
normativas, son dos: la Ley 7/1,985, reguladora de las bases
del régimen local y algunos preceptos del Real Decreto
Legislativo 781/1.986, de 18 de abril, por el que se aprueba
el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en

materia de régimen local.

La Ley 7/1.985 cumple en términos generales las
condiciones dque, tal como hemos apuntado, debe reunir una
norma basica, si bien, como veremos seguidamente, el Tribunal
Constitucional ha estimedo que en alguno de sus preceptos
incurre en inconstitucionalidad, al privar de determinadas

competencias a las comunidades auténamas,

En camblo, no estéd nada claro que el Textag Refundido sea
basico en los preceptos que pretende serlo. Estos preceptos,
segin su disposiciéon final séptima, son los articuleos 1, 2,
3.2, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 22 inciso 192, 25, 26, 34, 48, 49,
50, 52, B4, 56, B7, 58, 59, 69 y 71, asi como aquellos
preceptos de los titulos VI y VII del propio Texto Refundido,
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cuyo caracter basico se infiera de su naturaleza, o asi se
disponga en la legislacién estatal vigente para las materias
reguladas en los citados titulos. Al no tratarse de una Ley
formal, hemos visto que la jurisprudencia constitucional mas
reciente sélo admitiria el carécter basico de preceptos del
Texto Refundido a titulo excepcional, y con una cobertura

legal precisa.

Esta cobertura pretende darla la disposicién tramsitoria
primera de la Ley reguladora de las bases del régimen local,
que dice textualmente, refiriéndose a las normas contenidas en
el Texto Refundido: ‘Yconstituyen la legislacién del Fatado
transitoriamente aplicable en los términos de los diferentes
apartados de su articulo 5, tenlendo, en consecuencia, segin
los diversos supuestos en él1 contemplados, el caracter de
normativa estatal basica o, en su casa, supletoria de la que

puedan ir aprobando las comunidades auténomas".

En los términos en que estad formulado este precepto, es
mas que dudoso que quepa deducir del mismo una cobertura clara
y precisa, tal como exige la Jjurisprudencia constitucional que
hemos estudiado en las paginas anteriores, del caracter basico
de los preceptos previstos en la cltada disposicién final
séptima, apartado primero, del Texto Refundido, a no ser que
alguno de dichos preceptos sea virtual repeticlén de otros que
tienen por si mismos tal caricter, en cuyo caso la naturaleza
basica de los preceptos afectados derivara no del Texto
Refundido, sino de la norma legal originaria en que estaban

incluidos.

Pero adn en el caso que se cuestione esta interpretacidnm,
y se admita cobertura legal suficlente para que el Texto
Refundido pueda establecer normas basicas, seguiria siendo
inhabil a estos efectos el apartado segundo de la dispnsician
final séptima.l, segin el cual, "en las materlas reguladas por

los titulos VI y VII se inferird el caracter basico de sus
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preceptos conforme a su naturaleza o0 segin disponga la
legislaclén estatal vigente en aquéllas". Como es obvio, en
gste caso se incumple estrepitosamente una de las condiciones
que, como hemos visto, exige a las normas baslcas la
jurisprudencia constitucional, que es la de reunir garantias

de certidumbre juridica sobre su naturaleza de tales.

Debemos conclulr, pués, en negar el carédcter de nnrma
basica del Texto Refundido, en los +términos que asi lo
pretende su disposiclén final séptima, y de manera especial de
los preceptos que pretenden serlo en base al subapartado
segundo de esta disposicién., En términos similares se
pronuncia BA%O LEON y, mas matizadamente, y a nivel parcial,
FERNANDEZ FARRERES (22). En todo caso, estd pendiente que &l

Tribunal Constitucilonal se pronuncie al respecto.

Por lo que se refiere a su contenido, la legislacién
estatal basica en materia de régimen local, aparte de
determinar las caracteristicas generales de la tipologia de
entes locales -que estudiaremos en el préximo apartado-,
regula los aspectos basicos de la organizaclén de municipios y

- provincias (23), asi como de su régimen competenclal., En

(22) Respectivamente, "La ordenacién de las normas reguladoras
del régimen local" y "La potestad local de autoorganizaciém:

contenido y limites".

(23) En este tema, la Ley reguladora de las bases del régimen
local (articulos 5 y 20) opta por fijar unos criterios muy
generales de organizacién, y por remitir su concrecién y
desarrollo a la potestad local de autoorganizacién, de modo
que a la ley autondémica s6lo le queda una funcidén de simple
regulacién de caracter supletorio. Alguna doctrina (ver, en

este sentido, el Dictamen del Consejo consultivo de la .../.
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relacién con este Gltimo tema, no cabe duda de que los
problemas de interpretacién del alcance real de las

competencias estatales y autonémicas en la materia alcanzan

.../, Generalidad n? 88, de 4 de mayo de 1,985, fundamento
juridico noveno. Por su parte, Joaquim Ferret, en "Régimen
local", pAginas 4806 y 487, y también "Uniformisme 1 varietat
en la regulacié del municipi", paginas 75 y 76, seflala la, a
gu Juicio, incongruente actitud del legislador basico en este
punto, pues entiende este autor que las cuestiones
organizativas son las que con mayor naturalidad integran el
concepto "régimen local", de modo que si la Generalitat tiene
competenclas para legislar el régimen local, uno de los
aspectos en que Dbasicamente se deberian manifestar estas
competencias es la organizacién de los entes locales, lo cual
resulta 1mposible a partir de la legislacién estatal basica
aprobada por la Ley 7/1.98%5) acusaria de inconstitucionalidad
a estos preceptos, que serian impugnados por la propila
Generalidad de Catalufia. En este punto, el recurso de la
Generalidad seria resuelto favorablemente por el Tribunal
Constitucional, que declara la inconstitucionalidad de
aquellos aspectos de los articulos B.a), 20.1.¢), 20.2 y 32.2
de la Ley reguladora de las Bases del régimen local, que
provocan que "se elimine la posibilidad de todo espacio
normativo para la legislacién autonémica de desarrollo en
materia de organizacién municipal (y provincial)", pues ello
contradeceria  frontalmente el orden constitucional de
competencias (Sentencia del Tribunal Constitucional de 21 de
diclembre de 1.989, fundamento juridico sexto). Esta decisién
del Tribunal no es unénime, y el magistrado Diaz Eimll formula
un voto particular en defensa del modelo de organizacién local
de la Ley béAsica, en base a su congruencia con el principio de
la garantia institucional de la autonomia local, afirmado por

el propio Tribunal en varias sentencias anteriores.
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una notable complejidad, tanto como consecuencia de su
relacién con la eventual reforma de las estructuras
territoriales de la administracién local, como debido al papel
que debe jugar el legislador sectorial -no siempre de fécil
identificacién- en la determinacién de las competencias

locales,

Por lo que se refiere a la primera de estas cuestiones,
habrd que valorar hasta qué punto la Generalidad puede, al
hacer uso de su potestad -que estudliaremos en el préoximo
apartado- de crear una nueva organizacién territorial de
Catalufia, redistribuir las competencias de municipios vy
provincias en nuevos niveles de organizacién territorial,
pues, comn sostiene el Tribunal Constitucional, "la creacién
de nuevas entidades necesariamente ha de repercutir en la
redistribucion de los niveles competenciales de las entidades

existentes" (24).

(24) Sentencia del Tribunal Constitucional de 21 de diciembre
de 1.989, fundamento juridico décimotercero. En este sentido,
Alejandrao Nieto, en un dictamen que le habia sido encargado
por la Diputacién de Barcelona, sobre el "Documento de
trabajo" preparatorio de la legislacién de organizacién
territorial y gobierno local de Catalufia -elaborado por el
Consejo Ejecutivo de la Generalidad-, llega a las siguientes
conclusiones: "1, La Constitucién ha otorgado un &dmplio margen
de discrecionalidad al legislador para que precise, de acuerdo
con su voluntad politica, el contenido concreto de la
autonomia  provincilal. 2. El uso de este wmArgen de
discrecionalidad politica se ve fomentado por la circunstancia
de la nueva organizacién territorial del Estado, que ilmpulsa,
casl inevitablemente, a una rediétribuoién de las competencilas
provinciales tradicionales (a favor de comunidades auténomas y
comarcas). 3. Este mArgen de discrecionalidad tiene, sin

embargo, un limite impuesto por la propia Constitucién: .../..
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Por lo que se refiere a la posible atribucién a la
comarca de competencias procedentes de los municipios, debemos
tener en cuenta que el articulo 42.4 de la Ley basica
establece una doble limitacién, al disponer que no se podran
atribuir a las comarcas las competenclas calificadas por la
propia Ley de servicios municipales obligatorios, ni tampoco
todas las competencias locales en relacién con las materias
del articulo 25 de 1la misma Ley, pues se garantiza en
cualquier caso a los municipios una minima intervencién en
cada una de ellas (en el préoximo apartado se analiza mis a

fondo este precepto).

En cuanto a la posible atribucién a la comarca de
competencias procedentes de las diputaciones provinciales, hay
que tener en cuenta que las potestades de la Generalidad de
redistribucion de las competencias provinciales se ven
limitadas -aparte de por el necesario respeto al &ambito
competencial de las diputaciones definido en la propila Ley
basica, y que ya nos es conocido, por el bhecho que las leyes
sectariales del Estado pueden atribulr o delegar (en este
casn, también la administracién del Estado) directamente

competencias a las diputaciones (25).

En cualquier caso, no cabe duda de que las diputaciones

gozan de un nivel de protecclén de sus competencias inferior

oo/ el legislador no puede llegar a atentar contra el
nacleo esencial de la autonomia constitucionalmente

garantizadao".

(25) Asi lo observa Gemma Segura, al analizar cémo se puede
producir el proceso de redistfibucién por las comunidades
auténmomas de las competencias provinciales ("La provincia i
les possibilitats d'articulacié de les seves competéncies",

paginas 18 y 19).
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al que tienen los municipios, pues, como ya se ha sefialado en
paginas anteriores (607 vy weiguientes), si bien la Ley
reguladora de las bases del régimen local garantiza un nivel
mAS que significativo de competencias municlipales,
indisponible por el legislador autonémico, no es el mismo el
casp de las competencias provinciales, de las cuales la Ley
7/1.985 practicamente sb6lo define la de cooperacién municipal,
y adtn sometible a medidas de coordinacién por parte de las
comunidades auténomas, Hay, pues, un planteamiento obviamente
minimalista de las competencias provinciales, lo que da, al
menos formalmente, un coansiderable mirgen a las comunidades
auténomas para dar mayor o menor dimensién administrativa a

las diputacianes (26),

Por otra parte, si tenemos en cuenta que la determinacién
de las competenclas locales depende, en dltimo extrema, de la

legislacién reguladora de cada sector de actividad, el hecho

(26) Antonl Bayona sefiala como "a diferencia del municipio, la
legislacion sectorial que dicte la Generalidad en el ambito de
sus  competenclias  estatutarias no ha de  garantizar
necesariamente la  participacién de la proviacia en
determinadas materias. En el mismo sentlido, la Generalidad
puede modificar la legislacién sectorial boy vigente, que
recanoce a las provincias determinadas potestades de
actuacién., La conclusién que se extrae es qhe el legislador
estatal ha limitado el ndcleo minimo de la autonomia
provincial a las competencias de asistencia y cooperaciaon; si
éste se respeta, seran perfectamente constituclonales tanto
las opciones que restringen el papel de la provincia a estas
funciones, comn aquellas otras que lo amplian por la via de la
legislacién sectorial" ("Descentralizacién y desconcentracion
en las leyes de organizacién territorial de Catalufia®, pagina

157).
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que las leyes basicas del Estado, segin el articulo 2.2 de la
Ley reguladora de las Bases del régimen local, hayan de
definir las competencias que, en el sector de actividad que
regulen, correspondan a municipios y provincias, contribuye a
limitar aun mAs las de por si poco amplias competencias de la
Generalidad para legislar los sectores materiales en los que

se debe atribuir algin tipo de competencias locales (27).

(27) El Estatuta de Autonomia de Catalufia atribuye a 1la
Generalidad competencias para regular las materias previstas
en el articulo 25 de la Ley Reguladora de las Bases del

régimen local, en los sigulentes términos:

HATERIA del art, 25 LEY BASICA ¥COMPETENCIAS DE LA GENERALITAT SEGUN ESTATUTO

a) Seguridad en los lugares pdblicos; b) % Coordinacidn de la actuacidn de las policias
Ordenacidn del tréfico de vehiculos y per-%  locales (art, 13,3),

sonas en lag vias urbanas; t) Proteccién &

givil, pravencidn y extincién de incendiosk

d) Ordenacién, gestidn, ejerucidn y disci-¥ Ordenacién del territorio y del litoval, ue-

plina urhanistica; promocién y gastién de % banismo y vivienda (art, 9,9); Honles, vias

viviendas, parquas y jardines, pavimenta- ¥ pecuarias, espacios naturales protegidos

gién da viag plblicas urbanas y comsarva~ % (art, 9,10); Obras pablicas que no sean del

cidén de caminos y vias rurales % interés general del Estado, carreteras y ca-
¥ ninos interiores (arts, 9,3y 14),

) Patrimonio histérico-artistico ¥ Patvimonio histérico, artistico, monunental,
% arquitecténico, arquenlégico y cientifice,
% sin perjuicio de las compatencias estatales
¥ en cuanto a la defensa de este patrimonio
% ante la exportacidn y la expoliacién (9,5)

f3 Proteccién dal medio ambiente % Dasarrollo lagislative v ejecucién en nate-
% ria de proteccidn del medio ambiente: posi-
% ble estableciniento de nornas adicionales de
¥ proteccidn (art, 10,1,6),

g} Abastos, mataderos, ferias, nercados y % Estableciniento y adecuacién de centros de
defensa de usuarios y consunidores % contratacidn de mercancias y valores, de
% conformidad con la legislacidn mercantil
% Cart, 9,20), Comercio interiar, defensa del
¥ consunidor y del usuario, de acuerds ,,./,.,




|||/|I'/IO!/llllllllal|/||l/l|l/|||/|||/|||‘I|||/ll|/llll/||llllllllll|l|/I|!/ll|/‘||/tll

------------------------------------------

% ton las basas y la ordenacidn de la activi-
% dad aconémica general (art, 12,1,5),

b Proteccién de la salubridad pablica, % Higiene (art, 8,11), Ordenacidn farmacéuti-

iy Participacién en la gestibn de la aten-% ca, en el marco de la legislacién estatal

gibn prinaria de la salud, j) Cenmenterios ¥ (art, 9,19}, Desarrollo legislativo y ajecu~

y servicios funerarios, % cién de la legislacidn bisica del Estado en
% materia de sanidad interior (art, 17},

k) Prestacién de los servicios eociales v ¥ Asistencia social (art, 9,28), Juventud (art
de promocién y reinsercién social % 9,26), Fromocibn de la mujer Cart, 9,273,
¥ Instituciones pGblicas de proteccién y tube-
¥ 1a de nenoves (art, 9,28, Ejecucidn de la
¥ legislacién del Estado en materia peniten-
¥ ciaria Cart, 1,1,

13 Suministro de agua y alunbrado piblico:d Aproverhamisntos hidrdulicos: instalaciones
gervicios de limpieza viaria; de recogida % de produccién, distribucién y transporte de
y trataniento de residues, alcantarillado ¥ enargia, en el marco de Catalufla y respetan-
y tratanients de aguas residuales % do las bases estatales del régimen ninero y
% energético (art, 9,16), Ejecucidn de la le-
% gislacién del Estado sobre vertidos indus-
% triales y contaninantes (art, 11,10),

113 Transporte piblico de viajeros % Farrocarrilas, transportes terrestves, ten-
¥ tros de contratacién v tarminales de carga,
% La competencia sobre trdfico y circulacidn
¥ es astatal (art, 9,15), Ejecucidn de la le-
% gislacién del Estado sobre la ordenacidn del
¥ transporte de mercancias y viajeros, deniro
¥ de Catalufla (art, 10,9)
n) Actividades e instalaciones cultura- ¥ Cultura (art, 8,4, Archivos, biblintacas,
les y deportivas, ocupacién del tiempo % nuseos, hemerotecas, Conservatorios de nlsi-
libre, turisan, % ca y servicios de bellas artes (art, 9,6),
¥ Turismo (art, 9,120, Deportes y ocio (art,
% 9,29) Espactdculos (art, 9,313, Casinos,
¥ juegos y apuestas (art, 9,32),

n) Participar en la programacidn de la % Competencia plema de la Generalidad para la
enseflanza y cooperar con la administra- ¥ requlacidn y administracién de la enseflanza
tién educativa en la creacién, tonstruc~ % en toda su extensién, niveles y grades, mo-
cién y sostenimiento de los centros pGbli-% dalidades y especialidades, en el dmbito de
tog, intervenir en sus érganos de gestién ¥ sus competencias, en el marco de la normati-
y participar en la vigilancia del cumpli- % va del Estado prevista en los articulos 27 y
niento de la escolaridad obligatoria $ 149,1,30 de 1a Constitucién fart, 15),

Una rapida observacién de este cuadro permite afirmar que la
capacidad de la Generalidad para definir las competencias

locales en las materias previstas en el articulo ...... Fovioan
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Ademéds de las cuestiones relativas a la organizacién y
competencias de municiplos y provincias, la Ley basica de
régimen local también regula los principios y técnicas de
relaciones interadministrativas en 1los que participe 1la
administracién local, asi como el régimen de controles a que
debe someterse la actividad local (temas analizados en las
anteriores pagilnas 653 y sigulentes), y contiene también
algunas normas basicas en materia de estatuto de los electos
locales, participacién ciludadana, régimen Juridico de los
actos y acuerdos locales, bienes y servicios y personal,

aparte de algunas referencias a las haciendas locales.

Valorada en su conjunto, ©parece evidente que la
legislacién estatal basica de régimen local deja muy poco
margen a la creatividad del legislador autonémico, cuyo ambito
real de competencias en esta materia resulta sumamente exiguo

(28). Ademéhs, como veremos en los apartados siguientes, el

oo/ 25,2 de la Ley reguladora de las bases del réglmen
local es desigual y, en general, limitada; de hecho, el
legislador autonémico s6lo tiene plena disponibilidad para
delimitar las competencias municipales en materia de urbanismo
-y, en la practica, con importantes limitaciones por la
concurrencia de diversos titulos competenciales sobre el
territorio—, cultura, salubridad piblica, serviclos sociales,
deporte y turismo; en los demais casos, las competencias
municipales pueden ser perfectamente definidas por el

legislador estatal sectorial,

(28) Alejandro Nieto comenta en los siguientes términos este
tema: "Lo que sucede ... es3 que en materia de régimen local
poca intervenclén ha cabido nunca a las comunidades auténomas,
pese a las inequivocas intenciones del Estatuto de autonomia

de Catalufia. Con anterioridad a 1.985, el Tribunal ..... lova,
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ambito real de las competencias autonémicas sobre la
administracién local todavia se ve mas reducido al tener que
operar  Sobre una  organizacién  territorial que sélo
parcialmente puede alterar y al apenas poder intervenir en la
regulacién de las haclendas locales y del régimen electoral de

municiplos y provincias.

«+v/... Constitucional, a la hora de enjulciar la legislacién
catalana, tuvo que atenerse a las bases deducidas de la Ley de
1.955, que obviamente era rigurosamente centrallsta, Y en la
actualidad hay que atenerse a la Ley 7/1.985, que es
autonomista, desde luego, pero de una autonomia local no
comunitaria. Por asi decirlo, esta Ley es autonomista desde el
punto de vista de las corporaclones locales, pero centralista
desde el punto de vista de las comunidades auténomas, a las
que se ha dado un papel muy secundario en la materia. Por
ello, cuando se pone en marcha el juego de remisiones
normativas que establece la Constitucién, el legislador
autonémico  termina ocupando un  lugar inequivocamente
secundario" . (Dictamen sobre un “"documento de trabajo®
preparatorio de la legislaéién de organizacién territorial y

gobierno local de Catalufia).
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EN RELACION CON LA ORGANIZACION TERRITORIAL DE LA
ADMINISTRACION LOCAL

2.—-

En el capitulo anterior, al analizar los antecedentes
histéricos gque han llevado a que se postule en Catalufia un
mpdelo diferencial de administracisén local, hemos vista que
estos se concretan en una voluntad, expresada repetidamente,
de dotarse de una organizacién territorial propia, basada
fundamentalmente en la comarca. Vamos a analizar seguidamente
hasta qué punto las previsiones constitucionales, estatutarias
y basicas permiten a la Generalidad dar efectividad a este

anhelo histérico, y con qué limitaciones.

a) El marco constitucional

En las paAginas 491 y sigulentes anteriores hemos tenido
ocasién de comprobar como la Constituclén sanciona un modelo
general de organizacién territorial de la administracién local
basado en municipios y provincias (e islas), admitiendo,
ademids, la posible institucionalizacién de otros éambitos
territoriales, que se vendrian a afiadir a los dos generales

citados, en ningdn caso a sustituirlos.

Especial interés merece, desde el punto de vista de la
cuestién que se esta analizando, la previsién del articulo
152.3 de 1la Constitucién, en el sentido de que "mediante la
agrupacién de municiplos limitrofes, 1los Estatutos podréan
establecer circunscripciones territoriales propias que gozarén
de plena personalidad juridica®. Una primera observaclén a
este precepto es que en principio sélo es de aplicacién a
aquellas comunidades auténomas de autonomia plena, como es el
cago de Catalufia, al igual que el resto de los articulos 151 y
152 de la Constituecién, Ello no obstante, la previslén de

circunscripciones territoriales propias de carécter
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supramunicipal es comin a practicamente todos los estatutos de

autonomia (297,

Otro aspecto de este precepto sobre el que conviene
reflexionar es el alcance de la expresién "gozaran de plena
personalidad Juridica". La personalidad Juridica es,
ciertamente, un requisito para la existencia de autonomia,
pero no es una condicién suficlente; en otras palabras, si
estas circunscripciones territoriales proplas son entldades
locales, cumplen la condicién constituclional de ostentar
personalidad Juridica propila; pero también pueden gozar de
personalidad juridica plena siendo meros érganos de gestién de
la administracién comunitaria. En realidad, pues, y en base al
citado precepto constitucional, las circunscripciones
territoriales proplas que acuerden crear los estatutos de
autonomia pueden tener o no la naturaleza de entidades locales

(307,

(29) Asi lo pone de relieve Joan Prats, en "La comarca", donde
tamblén sefiala que esta generalizacién de la idea comarcal "no

se corresponde con la unlcidad de su régimen" (pagina 833).

(30) De hecho, y con independancia de que probablemente todas
las circunscripciones de este tipo que se creen acabarin
teniendo la condliclén de entes locales, lo cierto es que sbélo
unos pocos estatutos de autonomia disponen que asi tiene que
ser necesariamente. Es el caso de Catalufia <(articulo 95,
Galicla <(articulo 27.2), Cantabria (articulo 36.1), Murcia
(articulo 3), Comunidad Valenciana (articulo 46), Castilla-la
Mancha <(articulo 29) y Castilla-Leén (articulo 19.3). En los
demés casos, el Estatuto mantiene una total ambigiiedad sobre
la naturaleza de estas posibles nuevas circunscripciones; es
el caso del Pais Vasco (articulo 37.3.¢), Andalucia (articulo

5), Asturias (articulo 6>, La Rinja (articuleos 6 y 26>, .../..



Lo clerto es que esta distincién puede perfectamente no

ser ociosa, pues sl estas circunscripciones no tienen porqué
gozar de la condicién de entidades locales, podrian
probablemente ser creadas y reguladas auténomamente por las
respectivas comunidades auténomas, al amparo de sus potestades
de autogobierno <(si los estatutos no exigieran mayores
requisitos, que no siempre es el caso, pues suelen disponer la
exigencia de algin tipo de conformidad, o no oposicién
eignificativa, municipal), sin sujecién a las limitaciones del
articulo 42 de la Ley reguladora de las Bases del régimen
local, que méAs adelante se estudian (31). Bea como fuere, y
con la potencialmente gran diversidad de soluciones que han

sido apuntadas, lo clerto es que en la Constitucién hay una

vo./oo. Aragén (articulo 5>, Navarra {(articulo 4), Extremadura

(articulo 2) y Madrid <{articulo 3).

(81> Entrena Cuesta ("El marco constituclonal®), al comentar
el articulo 152.3 de la Constitucién, sostiene que "de lo que
se trataba era de consagrar ya en la Constitucién Ila
posibilidad de que por via estatutaria las comunidades
auténomas de régimen especial decidiesen la creacién de unos
entes territoriales intermedios entre el municiplo y 1la
provincia, y cuya existencia habria de ser respetada por el
legislador ordinario ... Lo cual es de la mayor importancia
préctica: pues mientras las agrupaciones de municiplos a que
se refiere el articulo 149.3 de la Constitucién dependerén, en
definitiva, de lo que decida el legislador estatal, al fijar
conforme al articulo 149.1.18 las bases del régimen local, no
ocurre asi con las del articulo 152.3: las cuales, al derivar
directamente de 1la Constitucién por via del Estatuto, se
imponen en su existencia al legislador ordinario" (pagina 26).
Ahora bien, y por lo que se refiere al régimen de estas
entidades, si son entes locales, se les aplicarad también, en

cualquier caso, la legislacién basica que les afecte,
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base explicita para que las comunidades auténomas puedan crear

un nuevo nivel de organizacién territorial.

Otro aspecto de la Constituclén que tiene un cilerto
interés en el tema de las relaciones entre las comunidades
auténomas y la administracién local es el hecho de que el
nivel provincial de administracién local desaparece en las
comunidades auténomas uniprovinciales, las cuales absarben la
organizacién, funciones y recursos que corresponderian a la
diputacién provincial. Lo clerto es que esta integracién de la
diputacién en la comunidad auténoma uniprovincial no esté
expresamente prevista en la Constitucién, aunque si{ en los
diversos estatutos de autonomia de las comunidades en que asi
ha sucedido (32), aparte de imponerse por simple y elemental

sentido comin (33).

(82) En este sentido, 1los articulos 20 del Estatuto de
Autonomia de Asturias, 31 y disposicién transitoria tercera
del Estatuto de Autonomia de Cantabria, 14 y disposicién
transitoria primera del Estatuto de Autonomia de La Rioja, 1
del Estatuto de Autonomia de Murcia y 1la disposicién
transitoria cuarta del Estatuto de Autonomia de la Comunidad
de Madrld. A estos casos cabe afladir la peculiar previsién del
Estatuto canario, como hemos visto en pAglnas anteriores (501

y 502),

(33) Sin embargo, esta ausencia de previsién constitucional
de la integracién de la diputacién provincial en la comunidad
auténoma uniprovincial, podria ser un motivo que impidiera 1la
eventual integracién en la Generalidad de la organizacién,
competencias y recursos de las diputaciones catalanas, una vez
superado un hipotético trémite de conversién de Catalufia en
provincia dnica, pues esta integracién tampoco estd, como no

deja de ser légico, prevista en el Estatuto de Autonomia.
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En definitiva, y sin perjuicioc de la organizacién bésica
en municipios y provincias -con la salvedad recién apuntada de
las comunidades auténomas uniprovinciales-, no cabe duda de
que la Constitucién permite que, con mas o menos limitaciones,
las divesas comunidades auténomas, especlalmente las de
autonomia  plena, puedan definir modelos  proplos de
administracién local, lo cual resultard muy adecuado a nuestra
realidad, tal comg se desprende de lasg acertadas
consideraciones de MIGUEL SANCHEZ MORON: "la necesidad de una
regulacién diversificada de la administracién local espafiola
postula a favor de un Amplio reconocimiento o transferencia de
competencias a las comunidades auténomas en materia de regimen
local. Reiteradamente se ha puesto de relieve que el
uniformismo en la regulacién del régimen local, importado
durante el siglo pasado del sistema francés, no responde a la
profunda variedad de los asentamientos de la poblacién, de las
tradiciones culturales y de las exigencias de una

administracién racionalizada, propias de nuestro pais" (34).

b lLas previsiones egtatutarias sobre la organizacian

territorial de Catalufia

En su articulo quinto, el Estatuto de Autonomia establece

para Catalufia una organizacién territorial propia (3D), basada

(34) "La distribucién de competencias entre el Estado y las
comunldades auténomes en materia de administracién local",

pagina 131,

(38) Articulo 5 del Estatuto de Autonomia de Catalufia: "1, La
Generalidad de Catalufia estructurara su organizacién
territorial en municipios y comarcas; también podrad crear

demarcaciones supracomarcales. 2. Asimismo, podran ...../.....
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en municipios y comarcas, si bien reconoce también la
existencia de las provincias, asi como la posibilidad de crear
demarcaciones de ambito supracomarcal, u otras agrupaciones
espeoializadas. En definitiva, un largo listado de posibles
niveles de organizacién territorial, fruto de la voluntad -o,
segin se mire, de la necesidad- de hacer cgmpatibles en un
mismo territorio las divisiones administrativas vigentes, las
consideradas como tradicionales autéctonas y, en su caso, las
de caracter especial que aconseje 1la realidad de 1ns

asentamientos urbanos. Analicemos con un clerto detenimiento

este precepto.

Segin su apartado primero, la Generalidad de Catalufia
estructura su organizacién territorial en municipios vy
comarcas, reconociéndose también la posibilidad de crear, por
parte de la Generalidad, demarcaciones supracomarcales.
Mientras que la existencia efectiva de estas demarcacinne=
supracomarcales se remite a la Ley, la de los municipios y

comarcas es exlgible directamente en base al Estatuto.

Queda claro también, segin este mismo precepto, ane
municipios y comarcas, y, en su case, también las

demarcaciones supracomarcales, son los elementos o niveles en

+v./... crearse agrupacliones basadas en hechos urbanisticos y
metropolitanos y otras de carédcter funcional y fines
especificos. 3. Una Ley del Parlamento regulara la
organizacién territorial de Catalufia de acuerdo con el
presente Estatuto, garantizando la autonomia de las distintas
entidades territoriales. 4. Lo establecido en los apartados
anteriores se entenderé sin perjuicio de la organizacién de la
provincia como entidad 1Doai y como divisién territorial para
el cumplimiento de las actividades del Estado, de conformidad
con  lo previsto en los articulos 137 y 141 de Ja

Constitucisén”,

- 836 -



que se estructura la organizacién territorial de 1la
Generalidad; en consecuencia, las otras posibles entidades o
divisiones territoriales existentes en Catalufia no seran
elementos de la organizacién territorial de la Generalidad,
sino otra cosa. Es evidente que este precepto utiliza el
término Generalidad de Catalufia en un sentido muy extenso,

como ordenamiento o comunidad, y no como institucién (36).

Bo hace falta referirnos en este apartado a las
pcaracteristicas y estructuracién de la organizacién municipal,
que es comin a todo el Estado, correspondiendo en todo caso a
la Generalidad -y, en general, a las demés comunidades
auténomas en su territorio respectivo, segin el articulo
148,1.2 de la Constitucién- la determinacién del mapa
municipal (articulo 9.8 del Estatuto), pudiendo profundizar de
este modo en el tratamiento de los aspectos diferenciales del

mismo.,

8i gue conviene en cambio formular algunas
conslderaciones en relacién con la organizaclén comarcal., De
entrada, recordemos que esta figura tiene el soporte
constitucional de los articulos 141.3 y 152.3, ya analizados
¥y, como consecuencia de los mismos, plena personalidad
Juridica. Afirmado eésto, la comarca sha de ser una entidad
territorial o funcional?; en otras palabras: habida cuenta que
el articulo 5.3 del Estatuto proclama la autonomia de las
entidadee territoriales, la comarca tha de ser o no una

entidad territorial?. En realidad, se trata de determinar si

(36) En efecto, la organizacién territorial de la Generalidad-
institucién se basa principalmente en la divisién provincial,
que se ha usado tanto como circumscripcién electoral, que como
divisién para estructurar la " administracion periférica

dependiente del Gobierno de la Generalidad.
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ol articulo 5 del Estatuto de Autonomia de Catalufia establece
una naturaleza de entidad territorial a favor de la comarca, o
por el contrario remite 1la definicién de 1la naturaleza

funcional o territorial de la misma a la Ley (37).

A mi modo de ver, parece bastante evidente que el
Estatuto se pronuncia por atribuir a la comarca naturaleza de
entidad territorial. En primer lugar, por la ubicacién
sistematica del término comarca en &1 conjunto del articulo H:
estd previsto en su primer apartado, Junto al municipin -
entidad cuya naturaleza territorial es obvia y
constitucionalmente garantizada—, mientras gue 1la posible
constituclén de entlidades funcionales se cita en el apartadn
siguiente. En este sentido, si la comarca ha de ser uno de los
elementos en que se estructura la Generalidad-comunidad, su

caracter de ente territorial parece obligado (38).

(37) No hay unanimidad de la doctrimna en este punto. Uno de
los estudios mAs reclentes sobre el tema de la comarca, el ya
citado de Joan Prate, menciona a TomAs Font y a Earic Argulini
como mAximos exponentes de, vrespectivamente, las tesis
favorables al eclecticismo estatutario en este punto, v las
que sostienen una determinacién estatutaria de la naturaleza
de entidad territorial para la comarca. Esta 0ltima también es
la tesis sostenida por Entrena Cuesta, para quien segin el
articulo 5 del Estatuto de Autonomia de Catalufla, la comarca
es un ente local de naturaleza territorial, y de existencia
necesaria ("L'organitzacié territorial", péginas 207 y 208).
Para el anlasis de las caracteristicas definitorias de 1ns
entes territoriales, me remito a los estudios de Luis Horell,
"E1 régimen local espafiol", paginas 63 y siguientes, vy

Alejandro Nieto, "Entes territoriales y no territoriales®.

(38) Comentando el articulo 5.1 del Estatuto de autonomia de

Catalufia, escribe Antoni Bayona: "Si la misma ......./.......
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En segundo lugar, porque de no ser asi, dificllmente se
podria cumplir la previsién del articulo 152,83 de 1la
Constitucién, en el sentido de que estas entidades gocen de
plena personalidad Juridica. En efecto, si tenemos en cuenta
que, Ppor sus reducidas dimensiones, es muy dificil que la
comarca pueda ser Gtil a los efectos de organizar
territorialmente las instituciones de la Generalidad, incluida
su administracién periférica, y sin embargo el articulo 5.1
del Estatuto de autonomia prevé que sirva de base para la
organizacién territorial de la Generalidad, sélo se puede dar
cumplimiento a este precepto estatutario y al requisito de la
personalidad juridica comarcal del articule 152.3 de la
Constitucién si la comarca reune la condicién de ente local de

carécter territorial.

Admitiendo que la comarca deba ser, por mandato
estatutario, entidad territorial, tiene garantizada su
autonomia, segin el articulo 5.3 del Estatuto, reuniendo
también de este modo la condicién de entidad local. Por 1n
pronta, esta proclamacién de la autonomia comarcal que hace el
Estatuto tiene efectos similares, aunque no exactamente del
mismo nivel, a los del principio constitucional de autonomia

municipal y provincial; ahora bién, lo gque sl es clerto es gue

vv./... Generalidad es la que se estructura territorialmente
en municipilos y comarcas y ambos tienen que tener reconocida
la autonomia de gestién de unos intereses propios, resulta
evidente que el nivel comarcal bha de constituir, como el
minicipiao, uno de los ejes de aplicacién del principio de
descentralizacién. Bl Estatuto establece, pues, una
interrelacién clara entre el nivel comarcal y el autonémico
que 1impide considerar a la .comarca uanicamente desde 1a
perspectiva de ente de colaboracién intermunicipal®

("Descentralizacién y desconcentracién ...", pagina 142),
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ja garantia institucional de la autonomia comarcal opera con
{déntica fuerza, a partir de su proclamacién en el Estatuto de
putonomia de Catalufia, frente al legislador autonémico y el
estatal, que deben respetarla y hacerla efectiva, exactamente
del mismo modo que si de la autonomia municipal o, wAs

exactamente, provincial se tratara.

Una segunda consecuencia que tiene la consideracién de la
comarca como ente local, es que su régimen y organizaclién no
son enteramente disponibles por el legislador autonémico.
Efectivamente, no creo que tenga razén PRATS cuando afirma que
vcuando una hnacionalidad o regiém ha accedido a la autonoﬁia
por la via del articulo 151 o de la Disposicién Transitoria
segunda (de la Constitucién), y su respectivo Estatuto de
Autonomia le imponga el establecimiento de comarcas, éstas,
por formar parte de la autonomia, se regulardn desde la
potestad de autoorganizacién de la Comunidad Auténoma y no
desde su competencia sobre el régimen local, y, en
consecuencia, en tales casos la regulaciéon autondémica no
vendrad condicionada por las bases estatales de régimen local®

(39).

Esta interpretaclén resultaria indudablemente clerts =i
la comarca no fuera una entidad local; al serlo;, es inevitable
que se le apliquen las bases del régimen local que dicte el
Bstado, al amparo del articulo 149.1.18 de la Constitucién,
que le permite afectar a todas las administraciones pablicas.
Asi 1o ba entendido la Jjurisprudencia constitucional: "los

Estatutos de Autonomia de Catalufia (articulo 5.2 y del Pais

(39) En esta ocasién Prats hace referencia a Entrena (ver la
anterior nota 31, QUien, sostendria también esta

interpretacién ("La comarca", pagima 822),
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vasco farticulo 37.3.c)  atribuyen a las respectivas
Comunidades <(en el segundo caso, mis precisamente, a Ins
territorios histéricos) la competencia para crear
demarcaciones supramunicipales. Esta competencia autonémica no
excluye, clertamente, la competencia estatal para dictar las
normas bAsicas sobre la materia" (40). En consecuencia, la
regulacién autonémica del régimen comarcal deberad respetar lo
que establezcan las bases estatales del régimen juridico de

las administraciones locales.

Lo que en todo caso debe quedar a salvo en estas bases
es que 1la creacién de las comarcas es una competencia
exclusivamente autondémica. Es decir, en la medida en que sean
entes locales, las comarcas se ven afectadas por las bases del
régimen local que dicte el Estado; pero lo que en ningin casn
pueden hacer estas bases es disponer la creacién de comarcas
en base a articulo 152.3 de la Constitucion, pues s6lo los
estatutos de autonomia pueden cumplir la previsién de este
precepto, y sélo la legislacién autonémica puede concretar las
diéposiciones estatutarias, creando efectivamente las comarcas

UL

Por lo que se refiere al régimen electoral y de recursos
de las comarcas, habida cuenta de que no se trata de entidades
de ambito general, en este punto las competencias autondmicas
son plenas, en atencién a las mismas consideraciones en base a

las que, como veremos en préximos apartados, se excluye esta

(40) Sentencia del Tribunal Constitucional n€ 176/1.085, de 19

de diciembre, Fundamento Juridicao segundo.
(41) Coincide en esta apreciacién la BSBentenclia del Tribunal

Constitucional de 19 de diciembre de 1.985, fundamento

Juridico segundo.
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competencia autondémica en relacién con los municipios v
provincias. Recordemos tambilén (ver las paglnas 504 y 505
anteriores) que sbélo la legislacién autonémica puede atrihuir

competencias a las comarcas.

Fada especial cabe decir sobre las posibles demarcaciones
supracomarcales, cuya eventual creacién prevé también el
articulp 5.1 del Estatuto. En relacién con esta figura, la lev
autonémica tiene una libertad creadora virtualmente ilimitada.
pues no parece ser afectada por los requisitos de personalidad
juridica plena previstos en el articulo 152.3 de 1a
Constitucién, ya que las demarcaciones supracomarcales, comn
su mismo nombre indica, se definen por la agrupacién de

comarcas, y no de municipios.

En consecuencia, la ley autonémica puede decidir desde la
nisma existencia de este nueve nivel, hasta su naturaleza de
ente territorial o funciopnal, o incluso sl las demarcaciones
resultantes ban de temer o0 no personalidad juridica propia,
Caso de que se optara por atribuirles naturaleza territorial,
deberia estarse también a las consideraciones recién
formuladas en relacién con la comarca, en todo agquello gue

resultara de aplicacién.

Mas o0 menos la misma libertad de disposicién tiene el
legislador para crear o no "agrupaciones (de municipios o
comarcas, se entliende) basadas en hechos urbanisticos v
metropolitanos®; tampaéu en este punto el Estatuto opta por la
naturaleza  territorial o funcional de 1las entidades

resultantes (42), Por lo que hace a las posibles "otras

(42) Comparte esta valoracién Joaquim Ferret ("Régimen local",

Pagina 485), para quien "en el caso de las éreas ....../....
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(agrupaciones) de caracter funcional y fines especificos",
previstas también en el articulo 5.2 del Estatuto, lo fdnico
claro e= que no tienen estatutariamente garantizada su
autonomia, siendo tamblén virtualmente 1limitada la libertad

de disposicién del legislador respecto a las mismas.

.v./... metropolitanas, el legislador catalan puede crearlas o
no crearlas. Puede darles caracter de ente territorial o no. Y
puede también determinar libremente la delimitacién
territorial" de las mismas. Por su parte, Luciano Parejo
defiende una tesls radicalmente opuesta: "por determinacién
estatutaria la  solucién organizativa a la realidad
metropolitana no es otra que la agrupaclén de municipios de
carécter territorial, Tal solucién no es necesaria, en el
gsentido de que puede prescindirse de la institucionalizacian
de la realidad metropolitana ... pero es claramente vinculante
en el caso de que el legislador quiera institucionalizar el
fenémeno metropolitann. La interpretacién del precepto
estatutario parece lo suficientemente clara como para que no
pueda = entenderse que permite verificar aquella
institucionalizacién indistintawente en forma de agrupacién
territorial o meramente funcional"® ("Estudio sobre la
situacién actual y las posibilidades de reforma del gobierno
del municipio y de la aglomeracién urbana de Barcelona",
pagina 26), La verdad, si bien es evidente que la ambigua
redaccién del articulo 5.2 del Estatuto de autonomia de
Catalufia puede dar pie a esta interpretacién, precisamente por
esa misma ambigiiedad, no creo que la Gltima tesis apuntada sea
oponible a la necesaria discrecionalidad del legislador. En
todo caso, en un préximo capitulo, al analizar cémo queda la
organizacién institucional del 4rea metropolitana de Barcelona
en la nueva organizacién territorial de Catalufia, volveremos
Sobre el tema del mirgen de autonomia del legislador catalén

para regular las &reas metropolitanas.
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Queda por analizar el alcance del articule 5.4 del
Estatuto, segin el cual "lo establecido en los apartados
anteriores se entenderd sin perjuicio de la organizacién de la
provincia como entidad local y como divisién territorial para
el cumplimiento de las actividades del Estado, de conformidad
con lo previsto en los articulos 137 y 141 de 1la
Constitucién". La ublcacién y el tono de este apartado se
corresponden con el caracter forzado (43) que tuvo la
inclusién de este precepto en el Estatuto de autonomia de
Catalufia, en coherencia con el rechazo que histéricamente

habia tenldo la provincia en esta comunidad.

El articulo 5.4 del Estatuto cataladn ha sido abjeto de
diversas interpretaciones. Por una parte, no falta quien
sostiene que se trata de un precepto vacio de contenido,
habida cuenta que los preceptos constitucionales a los que
hace referencia (articulos 137 y 141) no garantizan el
mantenimiento de +todas las provinclas -entre ellas, las
catalanas—, sino sélo de la institucién provincial (44). MNuy
distinta es la apreciacién de otros autores, que han querido
ver en el apartado que comentamos una garantia para el
mantenimiento de la provincla en Catalufia, mAs alld de la

contenida en el articulo 141 de la Constitucién 45),

(43) Este precepto no estaba incluido en el Proyecto de
Estatuto de autonomia de Catalufia aprobado en diciembre de
1.978 por la Asamblea de parlamentarios catalanes; fue a lo
largo de la tramitacién del Estatuto en las Cortes que se

afiadié este nuevo apartado al articulo 5 del Estatuto.
(44) Asi 1o sostiene Josep m2 Vilaseca Marcet, en "Sobre
1'abast de 1l'apartat 4 de 1'article 5 de 1'Bstatut", paginas

235 a 238,

(45) Prats y Argullol, entre otros.
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Ya hemos visto (paginas 491 y siguientes) que el
mantenimiento de la provincia, tanto como circunscripeién
electoral, divislén para la organizacién del Estado y entidad
local, estad garantizado en la Constitucién, y no necesita de
este supuesto plus consolldante, por lo demAs Iinexistente,
pues nada nuevo aporta el articulo 5.4 del Estatuto a lo ya

previsto en la Constitucién.

Ahora bien, sin dejar de ser clerta la irrelevancia del
articulo 5.4 del Estatuto de autonomia de Catalufla a 1los
efectos de incrementar la consolidaclén de la organizacién
provincial en esta comunidad, también lo es que el Estatuto
hubiera podido optar por otros modelos, entre los que no era
descartable la virtual supresién de la organizacién provincial

en Catalufia (46).

Por otra parte, el articulo 5.4 del Estatuto de autonomia
de Catalufia cobra wuna especial trascendencia desde la
perspectiva de una eventual modificacién, obviamente por Ley
organica, de la divisién provincial en Catalufia, uniendo en
una sola las cuatro actuales pravincias, solucién a la que
apunta la Ley sobre el régimen provisional de las competenclas
de las diputaciones provinciales de Catalufla, que estudiaremos
més adelante,

Ciertamente, el articulo 5.4 no impide en absoluto que
una Ley organica modifique la divisién provincial de Catalufia,
incluso hasta el nivei de convertir toda la Comunidad en una
sola provincia. Lo que impediria este precepto es que las
instituciones representativas proplas de esta hipotética

provincia, es decir, la diputacién provincial, se integraran

(48) Es decir, tal como hizo el Bstatuto canario, como hemos

visto en las paginas 501 y 502 anteriores.
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en la Generalidad, que es lo que sucede en las comunidades
auténomas uniprovinciales. La integracién de la diputacién en
1a comunidad auténoma uniprovincial se produce por asi
disponerlo expresamente los respectivos Estatutos, como ya
hemos tenido ocasién de ver en el apartado anterior; el
Bstatuto de Autonomia de Catalufia, en cambio, no sélo no prevé
ecta integracién, sino que ademas contempla expreszamente la
existencia en Cataluffa de wun nivel de entidad local

provinoial.

Quedan por ver dos referenclas puntuales del Estatuto,
que afectan a diputaciones provinciales y a entidades
supramunicipales. Por umna parte, 1la Disposicién Adicional
cuarta del Estatuto establece que "a partir de la entrada en
vigor del presente Estatuto, los presupuestos que elaboren y
aprueben las Diputaciones provinciales de Barcelona, Gerona,
Lérida y Tarragona se unirén al de la Generalidad". La
trascendencia de esta disposicién es meramente formal, puesto
gque en el propio texto se hace mencién explicita a que estos
presupuestos son elaborados y aprobados por las diputaciones,
sin injerencias de la  Generalidad. Y su ejecuciédn,
evidentemente, entra <también en la autonomia de los entes

provinciales (47).

(47) Comentando este precepto, Joaquim Ferret entlende que el
mismo "al aordenar la unién de los presupuestos de las cuatro
diputaciones catalanas al de la Generalidad, no se puede
interpretar que cambie la competencia para la aprobacién de
los presupuestos de las diputaciones. La unién tiene un
carécter formal y se contrae a la necesidad de conocimiento,
archivo y -lo que es mis dudoso~ publicacién conjunta por la
Generalitat de los presupuestos de las diputaciones. Estos
requisitos formales no alteran en absoluto el juego

competencial entre Generalidad y diputaciomes. El ...../.....
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Por su parte, el articulo 32.6 del Estatuto, establece
que la iniciativa leglslativa podrad corresponder, en los
términos que establezca la Ley, "a los érganos politicos
representativos de las demarcaciones supramunicipales de la
organizacién territorial de Catalufia". Es de suponer que se
refiere a los érganns representativos de las comarcas, si bién
el término "demarcaclones supramunicipales” permite también al
legislador atribuir esta potestad a otros posibles entes

locales.

c) Previsiones de la legislacion basica que condicionan

la organizacién territorial de Catalufia

Ya hemos visto en los dos epigrafes anterliores que, con
las limitaciones apuntadas, la legislaciéon basica del Estado
es también de aplicacldén a los entes locales que configuran la
organizacién territorial de Catalufia. Como veremos
seguldamente, la Ley reguladora de las Bases del régimen
local, si blen tiene como principal objeto la regulacién de
municipios y provincias, incluye clertas referencias a las
demds entidades locales que puedan instituirse, de modo que,
en varios de sus preceptos, la legislaclén basica del Estado
condiciona las potestades de la Generalidad en relacidén con la

organizacién territorial de Catalufia.

Por lo que se refiere a los mapas municipal y provincial, nada
de especialmente significativo afladem las normas Dbasicas

estatales en materia de régimen local a los preceptos

./, principal valor del precepto es ... constituir un
indicio de 1la dieponibiiidad. de las provinclas por la
Generalidad. Y es, por lo tanto,” su valor interpretativo el
que puede tener un mayor interés" ("Régimen local", pagina

4927,
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constitucionales y estatutarios ya analizados, aparte de 1a
afirmacién de unos genéricos criterios restrictives para la
creacién de nuevas municiplos (48) y de explicitar el nimero

de provincias que componen el mapa provincial vigente (49).

Mayor i1interés tienen las referenclas de la legislacién
basica de régimen local al posible establecimiento de comarcas
por parte de las comunidades auténomas. Como ya se ha apuntado
en el epigrafe anterior, ¥ asi se recoge en el articulo 3 de
la Ley reguladora de las bases del régimen local, la creacién
de comarcas es una competencia autonbémica, cuya medida
concreta dependerd de las previsiones del respectivo Estatuto
de autonomia y, en tanto en cuanto la comarca haya de ser
entidad local, de lo dispuesto en la legislaciéon basica del

Estado (especialmente, su articulo 42). Ya hemos visto hasta

(48) Articulo 13 de la Ley reguladora de las bases del régimen
local: "2.- La creacién de nuevos municipios sélo podra
realizarse  sobre la base de nGclenos de  poblacién
territorialmente diferenciados y siempre que los municiplos
resultantes cuenten con recursos suficientes para el
cumplimiento de las competencias municipales y no suponga
disminucién en la calidad de los servicios que venian siendo
prestados., 3. 8in perjuicio de las competencias de las
comunidades auténomas, el Estado, atendiendo a criterios
geograficos, sooialeé, econdmicos y culturales, podra
establecer medidas que tiendan a fomentar la fusién de
municipios con el fin de mejorar la capacidad de gestién de

los asuntos piblicos locales".

(49) Articulo 25 del Texto refundido de la legislacién de
régimen local: "1. El territorio de la nacién espafiola se
divide en cincuenta provincias, con los limites, denominacién

y capitales que tienen actualmente®.
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qué punto las competencias autonémicas en este tema, a pesar
de lo que dispongan los respectivos Estatutos, son afectadas
por las bases estatales de régimen local, pero sélo si las
comarcas previstas han de ser entidades locales., Quede clarg,
pues, que la normativa autonémica sobre organizacién comarcal
ectd doblemente condicionada por las previsiones de su
Estatuto ¢hasta el punto que si éste no prevé la creacién de
comarcas, no podran ser instituldas) y por la legislacién

pbasica de régimen local,

§o encontramos en la Ley  Dbasica una definicién
ninimamente precisa del concepto de comarca., La dnica
previsién conceptual que hace el articulo 42.1 es que la
comarca agrupa “varios municipios, cuyas caracteristicas
determinen intereses comunes precisados de una gestién propia
o demanden la prestacién de servicios de dicho aAmbito". Es
decir, 1la comarca debe Jjustificarse en una de las dos
finalidades siguientes: la existencla de intereses comunes a
los municiplos que la integran, que requieran una gestién
propla, o bien que sea precisa, por las caracteristicas de los

municipios, la prestacién de servicios en el admbito comarcal.

Para la creacién de las comarcas, la Ley prevé una
intervencién muy significativa de los municipios y, en su
casn, de las diputaciones provinciales. Por una parte, se
establece que es preciso prever una posible iniciativa
municipal para la creacidén de comarcas; cilertamente, no se
exige que sbélo sea pbsible la creacién de comarcas sl los
municipios asumen la iniciativa; en el marco de la Ley basica
nada impide que haya numerosos potenciales titulares del
derecho de iniciativa para la creacién de comarcas; ahora
bién, uno de los titulares de esta iniciativa han de ser los

minicipios interesados.

Hayor relieve tilene la segunda intervenciéon municipal

prevista en el articulo 42.2, para la creacién de comarcas. Se
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trata de la posibilidad que tienen los municipios de vetar una
comarca, oponiéndose a la misma las dos quintas partes de los
que deben formarla, siempre que sumen mas de la mitad de la
poblacién. Este requisito lleva a PRATE a considerar que "“la
comarca dibujada en sus rasgos basicos por la Ley reguladora
de las bases del régimen local responde a una concepcién
restrictiva de sus posibilidades funclonales. Del articulo 42
de esta Ley se desprende la idea de una comarca fruto de la
voluntad asociativa municipal y vocada ante todo a remediar la

incapacidad de los municipios agrupados" (50).

La tercera intervencién local prevista en este precepto y
que puede condicionar sobremanera la creacién de comarcas,
consiste en que si una comarca ha de agrupar municipios
pertenecientes a provincias distintas, para su creaclén se
requiere el informe favorable de las diputaclones afectadas,

que de este modo pueden ejercer también un derecho de veto.

Como ya se ha puesto de relleve (B1), el acusado
protagonismo que la legislacién basica de régimen local
concede a municipios y provincias para el establecimiento de
la organizacion comarcal, unido a la aludida nocidén de comarca
comd ente que se Jjustifica en la gestién de funcilones de
caradcter supramunicipal, contrastan con el planteamiento del
articulo 5.1 del Estatuto de autonomia de Catalufia, que define
a la comarca como elemento de la organizacién territorial de
la Generalidad, aludiendo de este modo a una significacién del
ente comarcal que trésciende a la de los municipios que

agrupa.

(50) Joan Prats, "La comarca", pagina 838.

(51> Antoni Bayona, “Descentralizacién y desconcentracién

%, paginas 142 y 143,
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La posibilidad de veto municipal o provincial a la
creacién de comarcas resulta evitable en Catalufia, pues en
atencién al hecho de que su Estatuto de Autonomia prevé su
organizaclién en comarcas, y a que ha tenido aprobada en el
pasado una organizacién comarcal, se introduce una disposicioen
adicional cuarta en la Ley basica, segin la cual si en virtud
de la oposicién municipal o provincial se impidiera, de forma
parcial y minoritaria, la organizacién comarcal de Catalufia,
se podrad obviar esta oposicién mediante la aprobacién de la

divisién comarcal por mayoria absoluta del Parlamento.

Ciertamente, el hecho que municipios o provincias puedan
impedir que una comunidad auténoma dé cumplimiento a las
previsiones estatutarias de organizar su territorio en
comarcas, puede llegar a ser de una constitucionalidad
discutible, sb6lo defendible, como hemos wvisto, desde la
consideracién de la comarca como ente local, limitable por
ende por la respectiva legislacién basica. Estas limitaciones
de las potestades autonémicas de creacion de comarcas, aunque
no tan intensas, también son de aplicacién a Catalufia, pues la
disposicién adicional cuarta de la Ley reguladora de las bases
del régimen Ilocal le permite a la Generalidad obviar la
oposiclién municipal sélo si es parcial y minoritaria, y para
hacerlo debe aprobar la divisién comarcal por mayoria absoluta

del Parlamento (52).

(52) En base a estas consideraciones, el Dictamen del Consejo
Consultivo de la Generalidad n2 88, de 4 de mayo de 1.985,
previo a la interposicilén de recurso de inconstitucionalidad
en relacién con la Ley 7/1.985, de 2 de abril, reguladora de
las bases del régimen local, acqnseja tanto la impugnacidén del
articulo 42.2 como de la Disposicién Adicional cuarta ante el
Tribunal Constitucional, pues considera que en base a estos
preceptos puede resultar de imposible cumplimientc la

brevisién estatutaria de divisién comarcal de Catalufia; .../..

- 851 -





